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correspondiente a la ' Acción de
I nconstitucionalidad 1 09 12021 .
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ACCION DE INCONSTITUCI
PROMOVENTE: cOMlSlÓN
DERECHOS HUMANOS
SUBSECRETARÍA GEN

IDAD 109t2021
CIONAL DE LOS

\)
iÞ[fitãc,L: GËNERAL ECCIÓN DE DE CONTROVERSIAS

DE,f\SU 9{TO5 IIJRÍOICOS NSTITUCIONALE Y DE ACGIONES DE
NCONSTITUCI DAD

Derechos Humanos (SeOF|CIO 781412022 Gomisión Naciona de
acompaña copia de la sentencia de treinta de junio
de dos mllveinlldþs, por el Pleno de la Suprema Cofte
de Justicia de la en la acción de inconstitucionalidald al
rubro indicada, así el voto concurrente del Ministro

Lelo de Larrea, relativo a dichoPresidente Afturo
fallo).

lse
acompaña copia de la
de dos mil dictada poi el
de Justicia de la en la acción alidad al
rubro indicada así como'el voto concurrente del Ministro
Presidente
fallo).

OFICIO 781612022 Poder Ejec
copta da de de treinta de junio de dos mil
veintidós,
de la en

l, <l

rÓn¡

L DE ACUERÐOS

de treinta de junio
,la Suprema Cofte

o de la Suprema Cofte de Justicìa
de inconstitucionalidad al rubro

I

Zaldívar QWo de Larrea, relativo a dicho
\)

de la Ciudad de México (Se acompaña

indicada, como el voto concurrente del Ministro Presidente
Arturo de Larrea, relatívo a dicho fallo)

OFICIO 781712022 Conseje ica del Gobierno Federal (Se acampaña
copta de,la.sentencia de treinta de junio de dos mil

de
da po:f i¿¡ p¡u-no de la Suprema Coñe de Justicia
en ta"acción de inconstitucionatidad al rubro

como el voto concurrente del Ministro Presidente
Arturo Lelo de Larrea, relativq a dicho fallo)

En el expedien oal
t

bro, el Ministro Artu'i'o Zaldívar Lelo de
Larrea, Presidente de la Sup a,Corte.de Justicia de la Nación; dictó
un acuerdo que es del tenor lite I siguiente:

"Ciudad de Méxica, a tres de
VÌsta la sentencia de cuenta de veintidós, dictada por el

Tribunal Pleno de la Suprema Co¡te J advierte que se declaró
procedente y parcialmente la presente acción de inconstitucionalidad y se
determinó lo siguiente:.[ ../ SEGUwDO. Se reconoce la dez del artículo 37 de la Ley de Educación de
la Ciudad de México, expedida el Decreto publicado en la Gaceta Oficial de

de dos mil veintiuno, de conformidad con lodicha entidad federativa el siete de
establecido en el apartado Vl de esta

TERCERO. Se declara la de los arfículas del 30 al 36 y del 38 al 40 de
la Ley de Educacion de la Ciudad de México, expedida mediante el Decreta publicado en
la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa e/ srþfe de junio de dos mil veintiuno, de
conformidad con lo establecido en el apartado Vl de esta determinacion.
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CUARTO. La declaratoria de invalidez decretada en este fallo surtirá sus
doce ala res

al Conqr?ço de la Ciudad de México, en inteligencia de que, dentro del referido
plazo, previo desarralla de Ia consulta a los pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanas, así camo a las personas con discapacidad, ese'Congreso deberá legistar
en la materia de educación indígena y de educación inclutsiva, en los términos
precisados en el apartado Vllde esfa sentencia. [...]".

[Lo destacado es propio].
Además, se da cuenta con el voto concurrente det Ministro Presidente Arturo

Zaldívar Lelo de Larrea, relativo a dicha fallo, por lo tanto, con fundamento en /os
artículos 441, en relación con el 592 y 733 de ta Ley Reglamentaria de las Fraccianes t y ll
del Artículo 105 de la Constitución Potítica de /os Esfados tJnidos Mexicanos, se ordena
notifíca'r por oficio a las partes, así como su publicación en et Diario Ofícial de ta
Federacion y en la Gaceta Oficial de Ia Ciudad de México.

Ahora bien, no pasa inadvertido que, la sentencia de mérito, ya se encuentra
publicada en el Semanario Judicial de Ia Federación y su Gaceta4, por lo tanto,
publíquese (tnicamente el voto de referencia; y en su aportunidad, archíyese esfe
expediente como asunto concluido.

Finalmente, agréguese al expediente, para que surta efecfos legales, la impresión
de la evidencia criptográfica de esfe proveído, en términos de1 Consideranda Segundos,
artículos 16 y 97, del Acuerdo General Plenario 8/2020.

Notifíquese. Por lista, por oficio a las partes, y mediante MINTERSCJN regulado
en el Acuerdo General Plenario 12/2014, a la Fiscalía General de la Repúbtica.

Fn ese orden de idea, rqmítase-la versión diqitalizada det presente acuerdo,
de a la Fiscalía General de la República

par conducto del MINTERSCJN, regulada en términos del arLícuto 14, pánafo primeros,
del citado Acuerdo General 12/2014; lo anterior, en la inteligencia de que la copia
digitalizada de esfe proveído, en la que conste la evidencia criptográfica de la firma
electronica del servidor publico responsable de su remision por et MTNTERSCJN, ñace
/as veces del oficio 7584/2022, por lo que dícha notificación se tendrá por realízada

1 Lev Reqlamontaria de las Fracc¡ones I v ll del Articulo 105 de la Constituc¡ón Política de los Estados Unidos Mex¡canos
Artículo 44. Diclada la sentencia, el Presidente de la quprema Corte de Justicia de la Nación ordenará notificarla a fàs pártes, y
mandará publicarla de manera integra en el Semanario ludiciàl de la Fêderación, conjuntâmente con los votos particulares que se
formulen.
Cuando en la sentencia se declare la ¡nvalidez de normas generales, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ordenará, además, su inserción en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en que tales normas se hubieren publicado.
2 Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aþlicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo
conducente, las disposiciones contenidas en èl Título ll.

Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley.
mx/detalle/ejecutoria/30958

Considerando Segundo. La emergencia
Oficial de la del treinta de mazo de dos mil veinte, ha puesto en evidencia la necesidad de

sanitaria por la epidemia del virus SARS-CoV2 (COVID-19), decretada por
acuerdo publicado en el Diario Federación
adoptar medidas que permitan, por un lado, dar continuidad al servicio esencial de impartición de justicia y control constitucional
cargo de la Suprema Corte de la Justicia de la Nación y, por otro, acatar las medidas de prevención y sana distancia, tanto para
hacer frente a la presente contingenc¡a, como a otras que en el futuro pudieran suscitarse, a través del uso de las tecnologías de la
información y de herramientas jurídicas ya existentes, como es la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación
(FIREL), y [...]:
6 Artículo. 1. El pr€sente Acuerdo General tiene por objeto regular la integración de los expedientes impreso y electrónico en
controversias constitucionales y en acciones de iirconstitucionalidad, así como en los recursos e incidentes interpuestos dentro de
esos medios de control de la constitucionalidad; el uso del Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para la
promoción, trámite, consulta, resolución y notificaciones por via electrónica en los expedientes respectivos y la celebración de
audiencias y comparecencias a distancia.
7 Articulo 9. Los acuerdos y las d¡versas resoluciones se podrán generar electrónicamente con FIREL del M¡nistro Presidente o del'
Mínistro instructor, según corresponda, así como del secretario respectivo; sin menoscabo de que puedan fìrmarse de manera
autógrafa y, una vez digitalizados, se integren al expediente respectivo con el uso de la FIREL.tAcuerdo General PIenario12/2014.
Artículo 14. Los envíos de información real¡zâdos . por conducto de este submódulo del MINTERSCJN deberán firmarse
electrónicamente, en la inteligencia de que en términos de lo previsto en el artículo 12, inc¡so g), del AGC 1i2013, si se trata de
acuerdos, actas o razones emitidas o generadas con la participación de uno o más servidores públicos de la SCJN o del respect¡vo
órgano jurisdicc¡onal del PJF, si se ingresan en documento digitallzado cuyo original contenga las firmas de éstos, bastará que la
FIREL que se utilice para su transmisión por el MINTERSCJN, sea la del ôervidor público responsable de remitir dicha información;
en la inteligenc¡a de que en la evidencia criptográfica respectiva, deberá precisarse que el documento digitalizado es copia fìel de su
versión impresa, la cual corresponde a su original. (.. . ).
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una vez gue se haya generado el acuse de envío respectívo en el
Sisfema Electronico de la Suprema Corte de Justicia de la Nacion.

Lo proveyó y firma el Ministro Añuro Zaldívar Lelo de Larrea,
Presidente de Ia Suprema Corte de cia de Ia Nacíon, quien
act(ta con la Maestra Carmina Cortés dríguez, Secretaria de la
Seccion de Trámite de Controversias y de Acciones de
lnconstitucionalidad de /a Sub General de Acuerdos de esfe
Alto Tribunal, que da fe." (Evidencias

Lo que se hace de su conocimiento, ara los efectos legales a que

Ciudad de Méxi , a cinco de o bre de dos mil veintidós

Ma a Garmin ortés Rodríg
Secretaria la Sección Trámite de rSIAS

Constituci les y de de lnconsti tonalidad.
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COLABORO: GABRIELA MELG A GONZÁLEZ

DICE TEMÁTICO
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t

vil.

VI

B. Consulta a personas I con

discapacidad. Sección Cuarta

"Educación lnclusiva y Especial",

artículos 30 a 37 de la Ley de

Educación de la Ciudad de

México.

EFECTOS

Declaratoria de invalidez

ESTUDIO DE FONDO

A. Consulta indígena. Sección

Quinta "Educación lndígena",

artículos 38 a 40 de la Ley de

Educación de la Ciudad de

México"

V.2. Segunda causal de

improcedenc¡a.

Los Estados deben celebrar
consultas estrechas con las
personas con discapacidad, y las
organizaciones que las
representan de acuerdo con el

derecho convencional, cuando
se tomen 'medidas que les
conciernen.

Del proceso legislativo no se

advierte que se haya efectuado
una consulta propiamente, por lo
que se invalidan los artículos, a
excepción del artículo 37 que no

regula cuestiones relacionadas
con personas con discapacidad.

La consulta indígena es
obligación de las autoridades
legislativas antes de adoptar una
acción o medida susceptible de
afectar sus derechos e intereses,
misrna que debe seguir
determinados lineamientos.

Del proceso legislativo no se
advierte que se hubiere llevado
consulta alguna por lo que se
declara la invalidez de los
artículos.

La causal de improcedencia es
infundada.

Se declara la invalidez parcial de
la Ley de Educación de la Ciudad
de México, exclusivamente la
Sección Cuarta, dengminada
"Educación lnclusiva y Especial",

en sus artículos 30, 31, 32, 33,

34, 35, y 36, y la Sección Quinta
denominada "Educación

lndígena" integrada por los

artículos 38, 39 y 40.
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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD
109t2021

PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS

PONENTE: MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ

VISTO BUENO
SR. MINISTRO

COTEJÓ

SECRETARIOS: OMAR CRUZ CAMACHO
MONSERRAT CID CABELLO

COLABORÓ: GABRIELA MELGOSA GONZÁLEZ

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia d;e,f3

NaciÓn, en sesiÓn correspondiente al treinta de junio de dos mil veintidos, emië
la srguiente: ' 

"

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la acc¡ón de inconstitucionalidad 1\gl2\Zj
promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en contra de

las secciones Cuarta, denominada "Educación lnclusiva y Especial",

conformada por los artículos 30 a 37; y Quinta, denominada "Educación

lndígena", conformada por los artículos 38 a 40, del Capítulo lll "De los Tipos,

Niveles, Modalidades y opciones Educativas", de la Ley de Educación de la

Ciudad de Mexico, expedida mediante Decreto publicado el siete de junio de

dos mil veintiuno, en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.

ANTECEDENTES Y T]NÁTT¡ITE DE LA DEMANDA,

1. Presentación del escrito inicial. El siete de julio de dos mil veintiuno, la

Comisión Nacional de los Derechos Humanos presentó acción de
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constitucionalidad, y señaló como autoridades demandada los Poderes

Epfü!çnffiqflegistativo, ambos de ta Ciudad de México
lusfrcrn DE LA NAtlÔN "

Concepto de invalidez. En su escrito inicial, la

un solo concepto de invalidez:

ada Comisión expuso

a. [-as secciones Cuarta "Educació lnclusiva y Especial" y Quinta
"Educación lndígena", cCInteni en el Capítulo lll de la Ley de

Educación de la Ciudad d México, vulneran. el erecho a la.{)( r.r ,9,^,
,-c\-S.¡,*Ç¡

f,,lirìi\-Nft
ù' ri. , ì\)t w
*ì. ' ,"- .,'t, jt" .(!h
.t ; .1, 

::,z:2'

?.' ti..-':.'.:;"

I

consulta de los pueblos comunidades indíg

personas con discap ad, reconocido

de las

Convenio 169 de la

Pueblos lndígenas

ongrnanas y,

derechos de I sp
relativas a la ucacr

anización lnternac

a Ios 6 del

rabajo sobre

onve ión sobre los

rspos ones que, por un

pu s y comunidades

vinculados con los

al regular cuestiones

en los

io,",N

l- .; i i i:i:tüililOlO¡,
:" ': rl, ì i :Iì ijl,L/i:Nì;iÓt{
1 . .:r . . 1il.r'¡.ìl;li.tl.lC.S
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bales y 4 de I^ C

s con o¡scapaJ$J

coníSen d
4-F--J

enteÞ los

Tri

Derechos de asP

b. Lo anterior, en v d de que

lado, impactan gnificativam

r

ena inclusiv

argume r sobre s tnva ez, la promovente loc. ,A efecto

expone en d dos

d. ,4. Falta conSu indígena. Después de exponer el parámetro

de con ali ad y convencionalidad del dereclro a la consulta

indígena, Iap ovente señala que respecto a la Sección euinta
"E@ción I

de taÉ¡uoac

nd na" -artículos 38 a 40-, de la Ley de Educación

México, el Congreso de la Ciudad cle México fue

omrso en uar la consulta indígena cuando tenía la obligación

de hacerlo

e. Argumenta

regulación

que son

ue las disposiciones impugnadas impactan en la
reconocimiento de los derechos fundamentales de los

tulares los puebios y comunidades indígenas y

2
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afromexicanas, principalmente en relación con el ejercicio del

derecho a la educación.

Ello, ya que expresamente se estableció en la ley en comento, que

se garantizará el ejercicio de los derechos educativos, culturales y

lingüísticos de diversos sectores, incluyendo a las personas

indigenas, enfatizando que las acciones estatales en la materia

coadyuvarán a salvaguardar y promover la tradición oral y escrita

indígena, así como de sus lenguas, como objeto y fuerite de

conocimiento

g. Aduce que el legislador no sólo reconoce el derecho a la educaci

de las personas indígenas, sino que establece que la educaci

que Se imparta contribuirá a preservar su cultura, conocimieñ'tos y,, - ;

tradiciones, lo cual se considera una medida de protecciónlla:sü

patrimonio cultural y reconocimiento de sus tradiciones, lo que

también es una prerrogativa de los pueblos y comunidades

originarios.

'- ¡tl¡ '

h. Considera que derivado de lo anterior, la legislaciÓn impugnada ês

claramente susceptible de impactar directamente en el ejercicio de

los derechos de los pueblos originarios, en virtud de que se

relacionan directa y estrechamente con la protección y garantía de

sus derechos, en la medida que buscan que la educación que

reciban Sea acorde a SuS necesidades educativas, sociales y

culturales.

i. Máxime porque la Ciudad de México alberga a personas

identificadas como pertenecientes a pueblos y comunidades

originarias y afromexicanos, por lo que es innegable que se

encontraba obligada a promover, respetar y proteger sus derechos

humanos, entre ellos, el de consulta previa, mediante

procedimientos culturalmente adecuados, informados y de buena

fe, a través de sus representantes, para hacerlos partícipes de su

.ild

on

3
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j. De tal suerte que para hacer derechos humanos de

Ios pueblos y comunidades referid , resultaba fundamental que

se garantizara su derecho a la Ita previa, ya que la norma

impugnada tiene un impacto SI ificativo en su vida y entorno

k. ltJo obstante lo anterior, señ que de la revisión del rocedimiento

legislativo, se desprend que no se llevó a, ca onsulta

indígena atendiend

ern la materia, ni ni

sector poblacional

oal estándares nac nte cionales

ir.2i'

n otro acto de ace

ionales e i

,"u,rhro
c[Êact

"fu,

di ido a ese

n motivo de la ón de normativa
.a: .:,,

' ,', r;it:r,ctÓN
.r Ì. ¡t i i,ll^'{-ì14,N
, ì. l, j,',t i"ìiJ:-:S

ìmpugnada,- a e de conocer sus i udes necesidades

eracron a s derechos

disp es rmp adas pudieran

considerarse

bien las

sitivas al e

autoridades ucativas en

comunidad ongrna

orrgen no apegó

particulares, Io

lndica que s

enlam ria,

constituye uq

:H
sfablece

*M.u
r diversas ob aciones para las

educa

que el roceso que les dio

de c n de los pueblos y

rámetros ue ex una consulta previa

debe decla rse invalidez

rto

rloq

m. B. Fal eco a las personas n iscapacidad. Después

de des lar los rámetros internacionales y Ios establecidos por

este b al en materia de consulta a personas con

di cidad, I referida Comisión señala que en la emisión de la

"Educación lnclusiva y Especial" -adículos 30

de Educación de la Ciudad de México, no existió

Se Cua

a 37-,'de la

consulta e cha y participación activa de las personas con

a traves de sus representantes o con lasdiscapacid

¿¡sociacion que fungen para tal efecto, pese a que contiene

es que atañen directamente a este grupo

4

ciisposicio
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n. Aduce que el legislador estabreció en las disposiciones

impugnadas, normas encaminadas específicamente a garantizar ia

educación de las personas con discapacidad, con la finalidad de

que se reduzcan las limitaciones, barreras o impedimentos que

obstaculicen el ejercicio de ese derecho de forma plena e
incluyente, así como para elíminar ras prácticas de discriminación

o exclusión motivadas por esa condición.

o. señala que tales medidas tienen er propósito de impulsar la
participación y el aprendizaje de las personas con discapaci

para que ejerciten de manera plena e integral su derecho

educación, por lo cual se estatuyeron obligaciones a la auto

educativa para cumplir esos fines.

î}':t:lr:.'' .''

p. No obstante, advierte que, de la revisión der procedffiientö,,,, -,

legislativo, el congreso de la ciudad de México no cumplió cbnþ'' '

obligación de realizar una consulta estrecha con personas con

discapacidad, a pesar de que se trataba de un proceso decisorio

que les afecta directamente.

q. lndica que si bien la comisión dictaminadora de ta norma

impugnada recibió observaciones a cargo de la comisión de

Derechos Humanos de la ciudad de México, así como de la

coalición de Personas sordas, Asociación civil; Asociación de

sordos del Distrito Federal, Asociación civil; Federación Mexicana

de sordos, Asociación civil; Movimiento en Defensa de la

Educación Bilingüe de los sordos, Asociación civir; INCLUSOR

centro para la lnclusión social del sordo, Asociación civil y
coalición de Personas sordas coPesor, Asociación civil; ello de

ninguna manera puede considerarse como una participación de las

personas con discapacidad o de las organizaciones que las

representan. Aunado a que dichas observaciones sólo fueron

emitidas por asociaciones especializadas en un determinado tipo

5
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de discapacidad, sin que se advierta la repre ción de otras
PODEN JUDICIAL DE tA FEDERACúN,.

supRÊMA coRT€ o, .,rrr,.,o JJ 
" 

-^lf# i sca paci d ad es

Concluye que al no haberse efectuad consulta a personas con

discapacidad en la expedición de n ordenamiento que regula

cuestiones que les atañen, é debe invalidarse al resultar

incompatible con el parámet de regularidad constitucional en

materia de derechos human de las personas con discapacidad.

México para que rindieran u informe, uirió al Poder islativo local para

que enviara una copia

impugnada. Además, uirió al local ara que exhibiera un

ejemplar de la Gaceta

ordenó dar vista al Fis

norma mpugnada. Por último,

IG ral e la Repúbl Consejería Jurídica del

Gobierno Federal, p q ran 1o que pondiera

r

ficada de los dentes I ativos de la norma

E

cial enq publicó

yal

5 lnforrne del Poder Lggisla

local manifestó r*rpffi ,

Alto Tribunal hgrsostenid

acumulad a qzlíffi, que

t¡ de la Ciudad de México. El Poder Legislativo

consulta a personas con discapacidad, que este

iere la celebración de consultas. Lo cual se corrobora

o n la acción de inconstitucionalidad 4112018 y su

sten casos en los que, si la medida legislativa

adoptada no tiene un

discapacidad, no se req

fecto desproporcionado sobre las personas con

con la Observación Ge eralT del Comité de la Convención sobre los Derechos

de las Personas con scapacidad.

6. Ahora bien, la dida legislativa impugnada no tiene un efecto

bre las personas con discapacidad, ya que únicamente se

6

desproporcionado s
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limitó a ajustar a la realidad de la Ciudad de Mexico, los derechos previamente

reconocidos en los artículos 9 y 24 de la Convención sobre los Derechos de las

Personas con Discapacidad.

Así, la norma impugnada al no tener un efecto desproporcionado sobre las

personas con discapacidad, no le es aplicable las consuitas que mandata ei

artículo 4 numeral 3, de la referida Convención, ya que éstas solo deben

realizarse cuando la intervención legislativa esté orientada a la adopción de

decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, .rt{s
ya sea de manera directa o indirecta, es decir, cuando imptiquen una afectaciO"qti:!,,1f,

a su esfera jurídica o lo experimentado en su vida y que se traduzcan 
"n 

,fi:"1(,í
:!¿ (', .\l r r/tr

beneficio o un perjuicio de sus derechos o intereses. tl,.n.i
^..'''

Afirma que el decreto impugnado no entraña nuevas medidas legislativasqrue'ìr',r.,

tengan como propósito afectar experiencias vitales de las personas:, ðit'n,

discapacidad y tampoco genera modificaciones sustantivas al ordenamiento

que se reforma que se traduzcan en beneficíos o perjuicios directos o indirectos

de ias personas con discapacidad.

Destaca que el proceso de dictaminación de la iniciativa que dio origen al

decreto impugnado estuvo acompañado de la consulta a que se encontlebl
obligado en términos del artículo 25, aparlado A, numeral 4, de la Constitución

Política de la,Ciudad de México, que determina el .derecho de los ciudadanos

de proponer modificaciones a las iniciativas que se presenten al Congreso en

un término no menor a diez días hábiles a partir de su publicación en la Gaceta

Parlamentaria.

10. De esta obligación dio cuenta el Dictamen del que emanó el decreto

impugnado, al señalar que fueron turnadas a la Comisión de Educación

diversas observaciones que hicieron llegar asociaciones civiles como: Coalición

de Personas Sordas, Movimiento en Defensa de la Educación Bilingüe de los

Sordos, INCLUSOR Centro para la lnclusión Social del Sordo, Federación de

Sordociegos Nacional de México y Mano en Movimiento, Asociación de

Discapacitados Sordos del Distrito Federal y Zona Metropolitana y la Coalición

de Personas Sordas CoPeSor.

B

I
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,ø/

ichas observaciones fueron analizadas y consideradas les y que
oEm rrQeRnctÓ¡¡.
;ß\tffA1¡f{ñ¡*fortalecían la norma impugnada, por lo que

11.
PODERJUDICIAL

SUPRÊlrlA CORTÊ DE

cuenta al dictaminarse las iniciativas de ley, resultand aro q

impugnada tuvo la participación de diversas asociacio civiles que tienen por

objeto la protección de la persona con discapacid

12. Respecto a la consulta a pueblos y comun indígenas, no le asiste la

razon a la accionante al partir de una incorre interpretación del marco jurídico

Js ¡ti{". que regula l¿¡ consu ta indígena, toda vez no toda disposici ntenga

mas.re lacionados con los pueblos y unidades indígenas de Ciudad de

co es susceptible de consulta,

e intereses, y es el ca

tomadas en

ue la norma

SI solo los temas q m quen afectar

que la norma impugna no entra dentro
:1i ì.'1- ; de ese supuesto.
l-rI l. Å i:IijERfil,(i4J
.' :)ì j' ;r,\ íì{ i.¡ ¡l ti:lé*J

i :ll.,¡.1:l;: qJ(11

' t3l, l$F¡ffla que ha sido criterio e este Alto ribunal
' t''""'ìägiöiãtiuas, en el ámbito de

pueblos y comunidades in

, , :- ..,,, ,:,1

, : culturalmente adecuada
"i' ' ì lr:;¡'""

, ' tradicionales, informada y

derechos

que impacte directam

de México.

íg

través SUS re

cual debe ser previa,

tantes o autoridades

esprende una disposición

es indígenas de la Ciudad

ü

e las autoridades

s atribu o adas a consultar a

enas antes de ado r acción o medida

susceptible de afectar sus derechos reses, I

ebu

14. En el presente caso, de impugnada n SEn

15. Resalta que en la Ciu

y Barrios Origiçgrios

México, qu" trffiO

ueblos y comu

México existe una Ley de Derechos de los Pueblos

yC unidades lndígenas Residentes en la Ciudad de

de una consulta indígena, que contempla el derechou

a la educación y esta

pueblos y comunidade

los supuestos cuando procede la consulta a los

indígenas de la Ciudad de México, en sus artículos 26,

apartado 3 y 35,

16. De la lectura 'de dic os artículos se desprende que no puede someterse a

consulta de los pue los y comunidades indígenas residentes en la Ciudad de

rsan sobre derechos humanos, y en el caso, la norma

B

México; leyels que
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impugnada versa sobre la maximizacion para hacer efectivo el derecho humano

a la educación, ello, toda vez que resulta contrario a ia misma idea de proteger

derechos humanos inalienables el someterlos a consuita.

17. lnforme del Poder Ejecutivo de la Ciudacl de México" El Poder Ejecutivo local

manifestó, en síntesis, que contrario a lo aducido por la accionante, la reforma

regula de manera más amplia y eficaz el derecho a la educación.

Señala que es inoperante e infundado el concepto de invalidez de la .,, " ,

promovente, pues para la emisión de las disposiciones impugnadas rí ,Eþpjî,S5r Ti.',r;,.lrl
observÓ lo establecido en los artículos 6 del Convenio 16g de la Organizrdttnì'/ 1.r,

, r..:_ ..,i)ì
lnternacional del Trabajo sobre Pueblos lndígenas y Tribates y 4 dêtJîì'.-'i:i
Convencíón sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, puesto què.,Lrt:i,'.

como incluso lo confiesa la accionante, existió una Çonsulta previa,,,li@;1 :¡i.,

informada, de buena fe y culturalmente adecuada de los pueblos,jry,, , :

comunidades indígenas, asÍ como la consulta previa, estrecha y activa d" las 
'"' '

personas con discapacidad y el derecho a la educación.

19. Aduce que para la elaboración de la norma impugnada se realizo el estudio

pertinente en e[ que se involucraron diversos actores y asociaciones que

auxiliaron en el proceso legislativo

20. Manifiesta que se llevaron a cabo diversas mesas de trabajo y consultas con

Organizaciones representantep de dichos grupos, ceJ"no se ciesprende de la
exposición de motivos y del dictamen de la Comisión de Educación con relación

a diversas iniciativas con proyecto de decreto respecto a la Ley de Educación

del Distrito Federal.

21. Al respecto, alude a los oficios con observaciones que se turnaron a la Comisión

de Educación, que hicieron llegar diversas asociaciones de personas con

discapacidad auditiva. Exigencias que señala, fueron debidamente cumplidas

en el proceso de la ley.

22" lndica que no se puede soslayar que los parámetros a que lrace mención la

accionante (consulta previa, libre, informada, de buena fe y culturalmente

adecuada de los pueblos y comunidades indígenas, así como consulta previa,

I
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CS trecha y activa de las personas con discapacidad), n se encuentran

69 de la OIT sobre

Pueblos lndígenas y Tribales, mucho menos en los versos 1 y 4.3 de la

Convención sobre los Derechos de las Personas Discapacidad, aunado a

que no existe regulaciónque la Comisión accionante reconoce expresam

específica del proceso a seguir para llevarse a tales consultas.

Argumenta que la obligación de realizar

sexto transitorio de la ley controvertida.

las Itas quedó establecida en el

pinión de la Fiscalía General de la pública y de la SE ría Jurídica

I Gobierrro Federal. No formula n opinión en relació n el presente

',i.il"asunro

$.n
oÈna d

r1Ì.' , O
s. Ël Congreso y la J ra de Gobierno, âffi de la Ciudad de

'i."".' ''-i'.l\7léxiöõ, así corno la Co¡nisión onal de lo

alegatos mediante escritos tados en la

Correspondencia de esta Su

dos y tres de diciembre de d

26. Cierre de Ia instrucción. I vei

al pondi

cia de a Nación los días uno,

OS

e

umanos formularon

rtificación Judicial y

a Cortâe Justi

uuintffir*rp

llevado a cabo'el trámite

el plazo para formular a

se envió el expediente I Min instructor

resolución

ectiv ente

en de dos il veintidós, habiéndose

yal rtir que había concluido

declaró ra la instrucción del asunto Y

laboración del proyecto de

s mil

la

27. Este Tribunal Pleno d

competente para res

I. COMPETENCIA.

la Suprema Corte de Justicia de la NaciÓn es

r la presente acción de inconstitucionalidad, de

/>w

conformidad con lo dis uesto por los artículos 105, fracciÓn ll, inciso g), de la

Constitución Federall 10, fracción l, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de

1 Artículo 105.- La Supre
reglamentaria, de los asu

Corte de Justicia de la NaciÓn conocerá, en los términos que señale la ley

s sigr"rientes: [...]
ll.- De las acciones de in n stitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre

una norma de r:arácter general y esta Constitución

10
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la FederaciÓn2, así como en terminos del Punto Segunclo del Acuerdo Generai
512013, ya que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos plantea la
posible contradicción entre distintos ar1ículos de la Ley de Educación de la
Ciudad de México con lo dispuesto en la Constitución Federal y diversos
instrumentos internacionales.

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS RECLAMADAS. 
:

28' De la lectura de la demanda de acción de inconstitucionalidad, se advierle
las normas impugnadas por la comisión Nacional de ios Derechos Hu
son las secciones cuarta "Educación lnclusíva y Especial,,, conformada
artículos 30 a 37, y Quinta "Educación lndígena,,, conformada por los a
38 a 4Cl, del Capítulo lll "De los Tipos, Niveles, Modalidades y Opción'àr 

t' - 
,

Educativas", de la Ley de Educación de la ciudad de México, expedida
mediante Decreto publicado el siete de junio de dos mil veintiuno en la Gaceta
Oficial cie dicha enticiad federativa.

29. Dichas normas son del contenido siguiente:

rtículos..

CAP|TULO ilI
DE tOS TIPOS, NIVELES, MODALIDADES
EDUCATIVAS
tl
Sección Cuarta i
Educacion lnclusiva y Especial

Y OPCIO^/ES

Artículo 30.- El Gobierno de Ia ciudad, a través de la secretaría,
prohibira cualquier tipa de discriminacion en tos plantetes y centros
educativos, asi coma de las personas educadot-as y det personat
administrativo del sr'sfema Educativo de ta ciudad. para fales

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, clentro de los treinta días naturales siguientes
a la fecha de publicación de la norma, por: [... j
g)' - La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las
entidades federativas, así como de tratados internacionales celebraáos por el Ejecutivo Federal y
aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagiados en esta
Constitución y en los tratados iniernacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos
de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes
expedidas por las Legislaturas; [...].
2 Artículo 10. La suprema corte de Justicia conocerá funcionando en pleno:
l' De ias controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las
fracciones ly lldela¡1ículo 105 de la Consiitución Política de los Ëstados Unidos l\iexicanos; [. .].

11
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efecfos, en coordinacion con la Autoridad Educativa

L lmpulsar la inclusion de fodas /as personas en t os /os niveles,
instituciones y planteles del Sisfema Educa de Ia Ciudad,

que eviten ladesarrollando y aplicando normas y
discriminacion. Para la inclusión de las p as con discapacidad,
es necesario el diseño e implementacion medidas generales de
accesibilidad, medidas especiales procedimientos para la
concertacion de aiusfes razonables. ccesibilidad representa una

ce es colectivo y su s es progreslva, se re Ia

âccesibilidad física, de informa sin discritninacion y
/. Las medrdas esp

tca,
S SON

lt{,f-. 
,

- \ f ¡.> /õ

i:,ì¡s
[ì:'".1 :tZ

ì: i!
i,,',':,

.çondi
-''àlcan

cion previa que debe garantiza a través de diversas v SU

i1,t,

hace referencia al diseño u
aquellas destinadas a di r positivamente p
desigual'dades que colocan situacion de

quien las'necesita y

Il. Establecer mecan os a fin de que

tipo de discapacidad del ala
/oscomo a la aten

Educacion lnicial. niñas y os
inte ala

inar las
un grupo

transitorias
Los

cumplimiento
negoaarse con

y niños con algún
gratuÌta, así

fros Públicos de
cidad no podrán ser
inicial o preescolar,

en todo momento sus
de /Vrñas, Niños y

en la materia;

especializ

/vas
condÌcionados en
las autoridades e
derechos cont
Adolescenfes e

lll. Promover, e /as i de superior del Sisfema

Educativo de Ia Ci formacion y cion a profesionales

debidamente cu s, para brindar enseñanza en /os diversos

slsfemas de
discapacidad;

cion, lectura y escritura para personas con

lV. Prop las niñas y niños con discapacidad, los materiales

Mexicana,
especia/isfas

s internacio

r
y ayudas queapoyen su rendimÌento académico,
procurando eq ipar los pl anteles y centros educativos con libros,

materi¿tles cticos, apoyo de interpretes de Lengua de Señas

uía-interpretacion con Personas sordociegas,
en Sisfema de Escritura Braille, equipos

con tecnotogía para personas ciegas y fodoscomputariza
aquellas ap s didacticos, materiales y técnicos que se identifiquen

como n nos para brindar una educacion de excelencia, en el

caso de personas sordas se implementara un programa de

fin de que tengan derecho a recibir educaciótt

a

educación lingüe a

12
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en Lengua de señas Mexicanay en español, tal como la estabtece
la Constitucion Local;

v. lncluir la enseñanza delsrsfema de Escritura Braitte y la Lengua
de señas Mexicana en la educación púbtica y particular,îomenta"nda
la produccion y distribución de libros de texta gratuitos en srsfema de
Escritura Braille, macratipos en formatos, lenguajes accestibles y
lengua de señas que comprementen /os conocim¡entos de los
educandos con discapacidad, y

Vl. Las demas que dispongan otros orclenamienfos.

Artículo 31.- La educacion inclusiva tendra cama proposito identificar,
prevenir y reducir las barreras que lÌmitan ei acceso , permanencia,
participacion y aprendizaje de fodos los educandos, al eliminai ...'i''ï
practicas de discriminacion, exclusian y segregacion en función de {*:, ,,.¡'i
las caracteríslicas descrifas en el artícúla s; ae ø Ley para pràienlr:;;-, . , ,1i ,iy Eliminar la Discriminación de la Ciudacl de México" Los cenfros',,.,,. '.,'i
esco/ares, publicos y particulares, tienen ta obligacion de adoptar/os,': , , .,,principios de la educacion inclusiva para atender a los educandou " . .,
conforme a sus propias condicianes, esfi/os y ritntos de aprendizajet, ' '",
en Ltn cantexto educativa incluyente, basado en los principios be,,,,, -.

i(eres superior, participación, libertad para tamar las propiäs - '

decisiones, respefo, equidad, no dìscriminacion, igualdad sustantiva .l _ .'. , .,

y perspectiva de genero.

Artículo 32.- La Lenguade señas Mexicana es una iengua oficial en
la Ciudad de MéxÌco. Forma parte de! patrimanio lingü¡slico nacional.
Las perso nas can discapacidad auditiva tendran el-derecho a recibir
educacion en Lengua de señas Mexicana y español o en su l,engua
indígena originaria, así como el de elegir en cualde es/as opciines
se /es debe proporcionar. Debera qarantizarse e/ respeto y protección
de la lengua materna o nàtural, isí como la adquisicion del español
como una segunda lengua. La Secretaría cantara con un registro de
interpretes de Lengua de señas Mexicana certificados para la
interpretacion de acuerdo al nivel educativa cLtyo contenido
interpretarán. La secretaría podrá farmar y certificar a personaÍ
docente sorda, para los grados esco/ares y materias necesaras.

Arfícula 33.- La educacion inclusiva abarcará Ia capacitacion y
orientacion a madres y padres de famiria o tutores. L_a secretaria
podrá proporcionar capacitacion, consejería y orientacion a maclresy padres de familia o tutores que lo requieran para atender a
educandos con algun tipo de discapacidacl, con dificultade.s seyeras
de aprendizaje, de comporfamiento o de comunicacion, o bien con
a ptit u d e s sobresa/renfes.

En los planes de estudÌo de /os centros esco/ares del srsfema
Educativo de la ciudad, se incluirán asignaturas optativas para la

13
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enseñanza de Lengua de Señas Mexicana Para alumnos que

PODEN JUD¡C¡AL DE LA TTNMI,M, fomentanda con etto ta inclusiÓn de educandos

supRÉMA coRTE DE rusrrclA prlgf@$Þduca tivos con discaPacidad auditiva.

0,9

{'

/os

';lr u. .

ê .. "(.:
ii , 

"'.7-^. 'i.lj
i, '. i.'(rl)

i 'r'r rij)
[j 4')
rt .-lt

a erán las
a en la LeY

ria para las
bilidad, la LeY

para la VisibilizaciÓ ^ rsonas con la

Condicion del E Autista, la de Recon iento de /os

Derechos de /as asM Slsfem lntegral Para su

Aténcion, la LeY d /os de ñas, Niñ v Adolescenfes,

Ley para Preven tr Eliminar m acion, L de Acceso a las

Mujeres a una Libre cp; fes en la Ciudad

de México, así o normativ ap

Las autoridades educat sde/a n y facilitaran a

o de discaqacl continuidad de sus
/as n

esf dia suPerior Y s

Artículo ra la tificación Y atención educativa de educandos

oersonas cor1oalgu

ud¡ot de edt@fn

36.. Pa
üf¿&\
s en4á

con ap sa/ienfes, /as autorida des esco/ares de /as

escuela CJ atenderán los lineamrcn tos emitidos Por la

Autoridad Educati Federal Para la evaluaciÓn diagnosfica, /os
a

modelos Pedag icos Y /os mecan ismos de acreditación Y

certificacion n SArios en /os niveles de educacion básica,

educacion norm así como la media suqerior y suPerior, en el
t,

ambito de su petencia

Artículo 37.- L Secretaría Promoverá la inclusión de /as Personas

adultas Y de la personas mayores en las in stitucio n e s ed uc ativ as d el

Sisferma Edu tvo de ta Ciudad, realizara una difusion amPlia de /os

mas de estudio conplanes Y Prog
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esfe secfo r de la pobtacion y les brindara capacitacion en el uso cletecnologías dígitares de infoimulør, comunicacion yredes socra/es

Sección euinta
Educacion lndígena

Artícuro 38.- Er Gabierno de ra ciudad garantizara er ejercicÌo de rosderechos educativos, curturales y ringü"ísr""rã ¡"das ias persanas,puebros y com,unidades indígenas a aframexic.anas, migrantes y..jarnaleras agrícotas. coniì¡Ëu¡re ar ,o-noür¡rrto, aprendizaje,,reconoci m ientg,,tlaroracion, p rese*acio n y desa rro r ro de r a trad icio noral y escrÌta indígena, de lai tenguas inaígenai nacionales como un
:::# å:, 

a.amunicacion, de enseñan-za, objeto y fuente de

Artícuro J9.- Fs competencia det Gobierno de ra ciudad irnpartireducación indígena buscanio preseruar y desarrollar sus tradicionescostunibres y iaroret ,rtluliËr, para ro cuar ra secretaría grnrráiå ,lgraduarmente /as condiciones y adaptaciones requeridas para ,,responder a ras características riigüÀfd;;;;i"tiurrt", de cada unode /os diversos 
?rupa? indígenas asenfados en la entidad, a ftn decoadyuvar a su i,ncrusÌon y ño Jir"iirír;;;;,i'tenara h facuttad decoordinar e/ suósistema"de educacion pubrica comunÌtaria en rostipos de educación básica i^áà¡u rup"rior,Á;; ;, que raspersonasindígenas incruidas tas que i¡u", fuera o"'ur" 

'cåntun¡dades 
tenqanacceso a ra educacion y ar deportg.en ti prtpi, reng.ua y cuttuia; yvigilara que en e/ srsfém a iiicat¡vo se asegure er respeto a /osderech as t i ng ü ísticos.

Asimismo, ros 
1ue!!os, barrios y camunidades se coorcrinaran con/as autoridades para es/abieóer sus sr.sfemas e institucionesdocentes que impartan uiiiirø, e?. sus propias renguas, en

\i?åiiEZT:? 
con sus' méfodos cutturatei de enseñanza y

Artícuro 4a'- La se.cretaría, ,oro 
l,?rte de ros programas, proyectosy acciones a relrizar para garantizar ra exc'àrcnc¡u en ra caridadeducativa, ,,ruul:^:^?bo írlrurus bit,gües para promover lahistoria, /os arígenes y cos{umbres de /os þuebros y barriosoriginarios y comunidadâs irdig"r* en pro cte ra incrusión y ra nodiscriminacian.

En el caso de /os docentes de educacion. indígena que no tenganlicenciatura como nivet min¡mìa a" ror*ri¡ir," JJi'uran participar enlos pragramas de.c.apacitacio, qr* diseñe Á àiiir¡dad educativa y
'"lg:;ï su bitinsüismo en La øÅir" indígena qil' ,o,rrsponda y et

a.tt
,"...)

<, ..: .i''.7 ': '-.
.fi ). !. . /, ',

'' 4._ -'
t1 : 'ì.., i'-'..¡l
-1..¡r . .:. 1"':

-. : ''-,; !'

.'
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que el último día del plazo

n día hábil siguiente

III. OPORTUNIDAD.

30. El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las F nes I y ll del Artículo 105

de la Constitución Política de los Estados Un s Mexicanos3, dispone que el

plazo para la presentación de la acción de constitucionalidad será de treinta

días naturales y el cómputo respectivo d rá hacerse a partir del día siguiente

la no a impugnada en el cçryrondi
fueïe inháb

ente

il, la

\
caron en

il veintiuno

al d la Ciudad de

de impugnación
'ì,: 'i flli,ÂS

trAgisg-Uirió del mañes ocho unio al miércoles siete julio de dos milJ

veintiuno. Consecuentem dado que la de in nstitucionalidad se

inte¡puso ante la Oficina Certificación yC ndencia de la

Suprema Co¡"te de Justici e la Nació e de juli del citado año, resulta

rnconcuso que es op su promoció

IV IMA óru

32. De conformidad con 105, fnacci nciso g), constitucional, la

promovente cuenta con eg itimación pa nterponer la acción de

inconstitucionalidad plantea la posible dicción entre la ley de una

entidad feclerativa y ntos derechos humanos consagrados en la

lye tratados internacionales de los que México es parte.

la falta de consulta previa a pueblos y comunidades

indígenas y afromexi

ley impugnacla.

as y a personas con discapacidad en la emisión de la

3 Articulo 60. El plazo p ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales
contados a partir del d siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean
publicados en el corres medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda
podrá presentarse el primer día hábil siguiente.
En materia electoral, para el cémputo de los plazos, todos los días son hábiles

+
Judiðial

Constitución Fq}ff
Debido a que ha# val

16
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33. El escrito inicial de la acción de inconstitucionalidad 10912021, está firmado por

María del Rosario Piedra lbarra, quien demostró tener el carácter de presidenta

de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos mediante acuerdo de

designaciÓn correspondiente emitido el doce de noviembre de dos mil

diecinueve por la Presidenta y el Secretario de la Mesa Directiva de Ia Cámara

de Senadores del Congreso de la Unión.

35

La representación legal de la Presidenta de la referida Comisión está prevista

en el artículo 15, fracciones ly Xl, de la Ley de la Comisión Nacional de log,",¡l;c

Derechos Humanos, así como en el numeral 1B del Reglamento lnterno {éttå:.iiì
misma Comisióna. -':'i ' ì .:

I l. '-:1'¡'. : 
'.,. "

Ën consecuencia, al ser la Comisión Nacional de los Derechos Humanorì'uol ,tit':
Órgano legitirnaclo para ejercer la acción de inconstitucionalidad en ,este: t

supuesto y habléndose promovido por quien cuenta con facultades para

representar a dicho órgano, debe reconocerse la legitimación activa en este 
'

medio de control constitucional.

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO.

V.1. Primera causal de improcedencia-

36' El Poder Ejecutivo demandado manifestó que su intervención en la

promulgación y publicación de la norma impugnada se apegó a la normatividad

correspondiente. i

37. Argumento que, si bien no es propiamente una causa de improcedencia, debe

desestimarse, pues lo cierto es que el Ejecutivo, al tener injerencia en el

proceso legislativo de las normas impugnadas para otorgarles plena validez y

eficacia, se encuentra invariablemente implicado en la emisión de la norma, por

a Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacionaltenclrá las siguientes faci¡ltades y obiigaciones:
l. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; [...]
Xl. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del
Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebracJos por el Êjecr-rtivo Federal y aprobãdos
por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos reconocidos en la Constitución y
en lostratados internacionales de los que México sea parte, y [...].
Artículo 18. (Órgano Ejecutivo). La Presidencia es el órganó å1"àrtioo de ta Comisión Nacional. Está
a cargo de un presidente, al cual le corresponde ejercer, de acuerdo con lo establecido en la Ley, las
funciones directivas de la comisión Nacionaly su representación legal. [...].

17
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lo que debe responder por la validez de sus actos. lo anterior,
PODËRJUD¡C¡AI

SUPREMA CORTE DE

or u rrornnnÓN
,HfiFN+¿ÇF¿¿ßP rub 'ACCtÓNP./J 3A2A1A, de

DEBE DESESTI

de legitimación para

qu no se actual

dad respþ im

fraccione& y

eÆ Comisi

Ñ/ou",.lu

procedente de

il 59y65de
o Nacional de

ón a derechos

mo un derecho

la

DE

DE

EN

DA

ocal

INCONSTITUCIONALIDAD E LA CAUSA

IMPROCEDENCIA PLANTEADA POR EL PO R ËJECUTIVO LOCAL

QUE ADUCE QUE AL PROMULGAR Y PU CAR LA NORMA IMPUGNA

SÓI-o ACTUÓ EN CUMPLIMIENTo DE S FACULTADES."s

V.2. Segunda causal de improceden

r. t!,
Por b'tro lado, es de desestimarse planteamiento del Poder ffi,"o
or el:que aduce que la acción de ucionali

nformidad con los artícu os 19, racción Vlll, 20,

i"t la Ley Reglamentaria de la ma , en razón de qu

L¡ i',ri.l@sr@erechos Humanos carec
iw 'i¡cfi:rq
t.'J.u. , .., ;-.i.){i$
:( .., ¡,r.,1 í"l.jifÃ.$

-?9:,,,l.Flb?" porque considera

humanos pues la consu previa no pued

humano, aunado a que

para comproklar la transg

la acción de inconstituci nalidad

40. Tales argumentos son nfundado ues co se adv

demanda de acción

que en la ernisión

ntos contundentes

ditó la materia de

rte de la lectura de la

tn onalidad, prom aduce en esencia

lan impugnada uyo nido versa sobre el

a acción de inconstit dad el Poder Ejecutivo Local plantea
cional debe sobreseerse por lo que a dicho Poder corresponde, en
publicación de la norma impugnada las realizó conforme a las

accionant" 
&ïgrime argu

sión que sena$/por lo que no

5 Cuyo texto es el sig
que dicho medio de co CO

atención a que la
facultades que p

desestimarse la c
alguna de las
Artículo 105 de la Constituci
del mismo orden¡lmiento
así, porque el ar1ículo 61,
la acción de inconstitucio
emitido y promulgado las
Ministro instructor dará vi
hubiere promulgado, para
y fundamentos tendentes

de la norma impugn
conform
Judicial
1 64865.

idad de sus

otorg algún precepto, ya sea de la Constitución o de alguna ley local, debe
imp cedencia planteada, pues dicho argumento no encuentra cabida en

s en elarticulo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones ly ll del
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al cual remite el numeral6s
último, en materia de acciones de inconstitucionalidad. Lo anterior es

ll, de la referida Ley, dispone que en el escrito por el que se promueva
ad deberán señalarse los órganos legislativo y ejecutivo que hubieran
as generales impugnadas y su artículo 64, primer párrafo, señala que el
I órgano legislativo que hubiere emitido la norma y al ejecutivo que la

ue dentro del plazo de 15 días rindan un informe que contenga las razones
sosiener la validez de la norma general impugnada o la improcedencia de

Poder Ejecutivo Local se encuentra invariablemente implicado en la emisión
en la acción de inconstitucionalidad, por lo que debe responder por la
frente a la Constitución General de la República." Visible en el Semanario
su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, abril de 2010, página 1419 y registro

cton

a

la acción. Esto es, al ten injerencia en el proceso legislativo de las normas generales para otorgarle
plena validez y eficacia,

vde la Feclerac

18
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derecho a la educación, se omitió realizar el derecho de consulta a pueblos y

comunidades indígenas y personas con discapacidad, reconocido en los

artículos 6 del Convenio 169 de la Organización lnternacional delTrabajo sobre

Pueblos lndígenas y Tribales y 4 de la Convención sobre los Derechos de las

Personas con Discapacidad.

41" Aunado a que la existencia de la transgresión al derecho a una consulia previa

que aludió la Comisión accionante involucra el estudio de fondo del asunto.

Apoya lo anterior la jurisprudencia P.lJ. 36nA04, de rubro: "ACCIÉb.N
t"

INCONSTITUCIONALIDAD. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL

IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEB

DESESTIMARSE."6

DE
-.*Ê"(t

Q€.,.r*"i
Í!' ',-¡::':i

,Ì.' . - ))ì.;.'
ERAvrl-{,!

. l.l.\ '.)l :

.'{i '.: '. ..,'-

-ii . -,-:i(.
-1.ì1 , -: -

î;42. Finalmente, al no haberse hecho valer otra causal de improceden"itçgdp. 
'',iuri:riJ:l::, . - ::

sobreseimiento por parte de los Poderes Ejecutivo y Legislativo, amboftüF;fa ';'.1

Ciudad de México, ni esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 36v¡ffift"'*t '

oficio que se actualice alguna, se procede al estudio del concepto de invalidez

formulado por la Comisión promovente.

VI. ESTUDIO DE FONDO"

43" La Comisión Nacional de los Derechos Humanos senala que las secciones

Cuarta "Educación lnclusiva y Especial", y Quinta "Educación lndígena", del

Capítulo lll "De los Tipos, Niveles, Modalidades y Opciones Ëducativas", de la

Ley de Educación de la Ciudad de México, vulneran el derecho a la consulta de

los pueblos y comunidades indígenas y de las personas con discapacidad,

reconocido en los articulos 6 del Convenio 169 de la Organización lnternacional

del Trabajo sobre Pueblos lndígenas y Tribales, y 4 de la Convención sobre los

Derechos de las Personas con Discapacidad, respectivamente, en virtud de que

contienen disposiciones que impactan significativamente a los pueblos y

6 Cuyo texto es el siguiente: "La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las causales
de improcedencia propuestas en los juicios de amparo deben ser claras e inobjetables, de lo gue se
desprende que si en una acción de inconstitucionalidad se hace valer una causal que involucra una
argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse y, de no operar
otro motivo de improcedencia estudiar los conceptos de invalidez." Visible en el Semanario Judicial de
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XlX, junio de 2004, página 865 y registro 181395.
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arias y están estrechamente vinc s con los derechos

discapacidad, al regular cuesti relativas a la educación

44. Para dar respuesta al concepto de inval se analizará cada tópico por

separado.

A. Consulta indígena. Sección eui "Educación lndígena", articulos 38

a 40 de la Ley de Educación a Ciudad de México. V
se"advierte deTribunal Pleno ha sostenid que el derecho a la consul

interpretación de los artícul 2 de la Constitución F 6 del Convenio

69 de la OIT Sobre Pueblos ndígenas y Tribales en ses lndependientes.

autoridades legisl s, en el ámbito d atribuciones, estánAS
'l:rtriCJS¡ìJ

Þlig,qfre
tr :r r..\:- ri/iitfìv.t

i,,ri,,,.,.;gfile$ 
tde adoPtar una ón o medida su

saconsultaralos ueblos y comunidades in genas y afromexi canas

intereses, la cual debe r previa, libre, inform culturalmente adecuada a

través de sus represe ntes o autori

e afectar sus derechos e

nales, y de buena fedadès trad

.(q/
46. El derecho a la consu ha sid rro do por Tribunal Pleno de manera

consistente e¡n múlti CS rsia constitucionaa 321201 27

el Municipio indíge ade án dema invalidez de una reforma a la
Constitución del do oberano ichoacán de Ocampo, publicada

el dieciséis de marzo dos mil doce

47. Ahí se estableció q el Municipio actor contaba con el derecho a la consulta

previa, libre er ada por parte del Poder Legislativo local y se procedió a

analizar si tal de ho fue respetado en el proceso legislativo que precedió a la

7 Resuelta el veintin
Gutiérrez Ortiz Men

de mayo de dos mil catorce, por mayoría de diez votos de los señores Ministros
con salvedades en cuanto a la finalidad de la consulia, Cossío Díaz en contra de

las consideraciones Luna Ramos, Zaldívar Lelo de Larrea con salvedades en cuanto a la finalidad de
la consulta, Pardo
Valls Hernández,

lledo con salvedades en cuanto a la finalidad de la consulta, Aguilar Morales,
Cordero de García Villegas con salvedades en cuanto a la finalidad de la

consulta, Pérez án con salvedades en cuanto a la aplicación de la jurisprudencia ante la existencia
de un municipio i ígena, y Presidente Silva Meza con salvedades en cuanto a la finalidad de la
consulta, resp del considerando séptimo, relativo al estudio de fondo. El señor Ministro Franco
González Salas
de Larrea, Agui
derecho de form

en contra. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz,Zaldívar Lelo
Valls Hernández y Sánchez Cordero de GarcÍa Villegas reseryarcn su

sendos votos concurrentes
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reforma de la Constitución local impugnada. El Municipio actor denunció que se

realizaron unos "foros de consulta", en los que no se tuvo el cuidado de instaurar

procedrmientos adecuados con los representantes del Nllunicipio; además, que

dichos foros fueron suspendidos y reanudados sin el quórum suficiente y sin

cumplir con el objetivo auténtico de consultarles.

48. El Tribunal Pleno determinó que no constaba en juicio que el Municipio de

Cherán hubiera sido consultado -de manera previa, libre e informada, mediante

un procedimiento adecuado y de buena fe, a través de las instituciones q

representaban-, por Io que era claro que el proceder del Poder Leg

demandado había violado su esfera de competencia y sus derechos, por

se declaró la invalidez de las normas impugnadas.

,,.''
49. En la acción de inconstitucionatidad Bgt2O15 y sus acumuladas Q612015,

9112015 y 98/20158, se concluyó que cuando el objeto de regulación de una

legislación eran precisamente los derechos de personas que se rigen por

sistemas normativos indígenas, era evidente que se trataba de leyes

susceptibles de afectar directamente a los pueblos y comuniciades indígenas.

50. Por su parte, en la acción de inconstitucionalidad 31120'14e, promovida por

la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de San l-uis Potosí, se

solicitó la invalidez del quinto párrafo del artícula 27 de la Ley para el lnstituto

de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades lndígenas del

Estado de San Luis Potosí por violación al derecho de la comunidad indígena

B Resueltas en sesión de diecinueve de octubre de dos mil quince, por unanimidad de diez votos de los
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo
Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora 1., Sánchez Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente
Aguilar Morales, respecto del estudio de fondo del proyecto. La señora Ministra Luna Ramos anunció
voto concurrente. Los señores Ministros Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea y Medina Mora
1., reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes.
e Resuelta el ocho de marzo de dos mil dieciséis, por mayoría de ocho votos de los señores Ministros
Gutierrez Ortiz Mena, Cossío DÍaz, Franco González Salas, Zaldivar Lelo de Larrea, Pardo Reboiledo, Piña
Hernández, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Moraies, respecto de los considerando séptimo y octavo
relativos, respectivamente, al estudio de fondo y al análisis del precepto impugnado, consistentes en
declarar la invalidez del artículo 27, párrafo quinto, de la Ley para el lnstituto de Desarrollo Humano y Social
de los Pueblos y Comunidades lndígenas del Estado de San Luis Potosí. Los señores Ministros Medina
Mora 1., y Laynez Potisek votaron en contra. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossio Díaz y
Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos concurrentes. Ël señor Ministro Pardo Rebolledo reservó
su derecho de formular voto concurrente.
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a ser consu Itada previo a la emisión del acto legislativo i nado. El Tribunal
DE,LA FEDERNCÓLU
Hleno declaro

JUSTICIA DE tA NACION
la invalidez de la porción del precepto pugnado al considerar

13
rL¡

-S¡

PODERJUDICIAI

SUPRE|VIA CORTE DE

que el procedimiento mediante el cual se ado la medida legislativa era

Federal y los tratados

internacionales"

51. Posteriormenrte, este Tribunal Pl no, al resolver la acción de

v acumuladas 161201 1812017 y

d la Constitución Política de iudad de

n y durante el procedi te legislativo se

los pueblos y comunid indígenas que

es de ser previa, lmente adecuada,

contrario a lo establecido en la Consti on

pueblos y comunidades

Convenio 169, ya que s

Itu

eno de esta Corte uyó que la consulta

de la As n tuyente en materia de

ígenas cumpli os requeridos por el

realizo de buena fe y de u manera apropiada a las

circunstancias, con la fi lidad de llega

11 Resuelta del veintioc
Ministros Gutiérrez O

Universidad
Hernández anun

o lograr el consentimiento'fuu.,
de las medidas prop tas

52. En la acción de i constituc nalidad 11, esta Suprema Corte se

pronunció sobre la nvali la Ley Org nt de la Universidad Autónoma

lntercultural de Si loa. S mó que pod ctar a los pueblos indígenas

de ese Estado po c v ular una insti estatal destinada a la atención

1o Resuelta el die ea de dos mil diecisiete, por unanimidad de once votos de los señores
Ministros Gutiérrez Cossío Díaz, Luna.Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de
Larrea, Pardo P¡ Hernández, Medina Mora l. con reservas, Laynez Potisek, Pérez Dayán
y Presidente Aguilar Morale respecto del apartado Vll, relativo a las consideraciones y fundamentos,
en su tema 1, dr:nominado Obligación de consultar a las personas con discapacidad y los pueblos y

comunidades indígenas", nsistente en reconocer la validez del procedimiento legislaiivo que dio
origen a la Constitución
pueblos y comunidades i

de la Ciudad de México, en razón de que se realizó Ia consulia a los
Ígenas. Los señores Ministros Piña Hernández y Presidente Aguilar Morales

anunciaron sendos concurrentes. Ver párrafos 58 a 65 de la sentencia.
de junio de dos mil dieciocho, por unanimidad de once votos de los señores

Mena, Cossío DÍaz, Luna Ramos, Franco González Salas, ZaldÍvar Lelo de
Larrea por razones s_y adicionales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina Mora 1., Laynez
Potisel<, Pérez Dayá y Presidente Aguilar Morales, respecto del apartado Vl, relativo a las

amentos, consistente en declarar la invalidez de la Ley Orgánica de la

ntercultural de Sinaloa. Los señores Ministros Zaldîvar Lelo de Larrea y Piña
sendos votos concurrentes. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y

consideraciones y fu

su derecho de formular sendos votos concurrentesCossío DÍaz reserva
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gratuita de las necesidades de educación superior de los pueblos y
comunidades indígenas dentro del territorio estatal y, por ende, el Congreso

local tenía la obligación de consultarles directamente, previo a la emisión de la

norma impugnada.

53. Además, este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstituclonalidad
1511201712 declaró la invalidez del Decreto 53412017 que contenía reformas a
diversos artículos de la Ley para la Protección de ios Derechos de ¡â}rt'
Comunidad Maya y de la Ley del Sistema de Justicia Maya, ambos O*¡ 6u1ifi6;::;
de Yucatán, ya que no se respetó el derecho a la consulta previa 6i,,¡¿s ,l

comunidades mayas de la entidad referida. Ello pues las normas era.t
susceptibles de afectar directamente a las comunidades indígenas de la

comunidad, ya que no se trataba de meras modificaciones legales de forma,

sino cambios iegislativos que, valorados de manera sistemática, incidían o

podían llegar a incidir en los derechos de los pueblos y comunidad,es.

54. Este Alto Tribunal, al fallar la acción de inconstitucionalidad 'lOBtZ}1g y su

acumulada 1181201913 invalidó el Decreto número 203 que reforma, deroga y,

adiciona diversos artículos del Código Electoral del Estado de Hidalgo, el cual

configuraba, entre otras cuestiones, un procedimiento para la migración del

modelo de elección bajo el, sistema de pantidos, a uno que permitiera la

12 Resuelta el veintiocho de junio de dos mil dieciocho, por unanimidad de once votos de los señores
Ministros Guiiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zalc)ívar Lelo de
Larrea por razones adicionales, Pardo Rebolledo separándose de algunas consideraciones, piña
Hernández, Medina Mora l. en contra de algunas consideraciones, Laynez Potisek, Perez Dayân y
Presiderrte Aguilar Morales, respecto del apartado Vll, relativo al estudio de fondo, consistente en
declarar la invalidez del Decreto 53412017 por el que se modifica la Ley para ia Protección de los
Derechos de la Comunidad Maya del Estado de Yucatán y la Ley del Sistema de Justicia Maya del
Estado de Yucatán, publicado en el Periódico Oficial de esa entidac el treinta y uno de octubre de clos
mil diecisiete. Los señores Ministros Cossío DÍaz, Franco Gonzalez Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, piña
Hernández y Medina Mora l. anunciaron sendos votos concurrentes.
13 Resuelta el cinco de diciembre de dos mil diecinueve, por mayoría de nueve votos de los señores
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, GonzálezAlcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas
separándose de algunas consideraciones, Aguilar Morales separándose cle algunas consideraciones,
Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Pérez Dayán separándose de las consideraciones que reconocen
la categoría del municipio indígena y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando
quinto, relativo al estudio, consistente en declarar la invaliclez del Decreto Núm. 203 que reforma,
deroga y adiciona diversos artículos del Código Electoral del Estado de Hidalgo, pubticado en el
Periódico Oficial de dicha entidad federativa el nueve de septiembre de dos mil diecinueve. El señor
Ministro Laynez Potisek votó en contra y anunció voto particuiar. Los señores Ministros González
Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales y Piña Hernández anunciaron sendos
votos concurrentes.
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ección a traveis del sistema normativo interno de los os y comunidades

n ese caso, se realizó una consulta e incurrió en diversas

deficiencias que obligaron a reponerla en su totali d: no garantizó una efectiva

participación de los pueblos y comunidades i ígenas del Estado de Hidalgo;

la información correspondiente no se real todas las lenguas indígenas del

Estado,

participa

y los medios tampoco resul n idóneos para garantizar una

ción cu turalmente adecua y completa de la consulta que se
h- òìe real¡zar. En consecuencia, o se pudo acreditar

PODIRJUDICIAI

SUPREMA CORTË ÞE

el Congreso del Estado de Hi lgo en relación con la

politico-electoral

Deimanera más reciente, e

derechd rea izando pronun ram

Tribunal Pleno contþó
ientos destacador Nd

ë

el d o de este

eria al fallar las

acum f ada 1171201914

acu ladas 17012O20 y

o

n

de los señores Ministros
Gonzâlez Salas, Ag ui lar

un verQadero diálog

"onrrr@ísena 
e

/

\

,'..,1,,.d

,..: a\ i-iÉ

ãciìones de inconstituci alidad '11612019

811201915, 'ü 6U2A2016, 1 120''1917 , 12912020

1a Resueltarel doce de marzo dos mil veinte,
Gutiérrez Ortiz l\/lena, Alcántara Carra
Morales, Pardo Rebolledo dose de al AS

Presidente Zaldivar Lelo
consistente en declarar la

Larrea, respecto consid qu

Política del Estado de go, publi
diecinueve de septiembre dos mil
votaron en contra. Los
Presidente ZaldÍvar e Larrea

nes, ña Hernández, Ríos Farjat, y
relativo al estudio de fondo,

fo sendos votos concurrentes. El

de nueve
I Mossa, F

del Núm. 204, q el artículo 5 de la Constitución
Periód de dicha entidad federativa el
senores Laynez Potisek y Pérez Dayán

Mini quivel Mossa, F co onzález Salas, Piña Hernández y

señor Ministro Laynez

consulta a pueb|:s y
Decreto 0703, por el

ron su derecho
particular.an

15 Resuelta el veinte abril de te, por unanimidad once votos de los señores Ministros
Gutiérrez Ortiz Mena González Carrancá, Esquive ossa, Franco González Salas con
reserva de criterio,
algunas consideraci

uilar ora algunas razones diversas, Pardo Rebolledo separándose de
es, ández apartándose de los párrafos del setenta y uno al setenta y

siete, Rios Farjat, L ez rezDayán en contra de las consideraciones y Presidente Zaldívar
Lelo de Larrea razones ales, respecto del apartado Vll, relativo al estudio de fondo,
consistente en cieclarar la inva ez del Decreto Número 778, por el que se reforman, adicionan y
derogan diversas d ion de la Ley Número 701 de Reconocimiento, Derechos y Cultura de los
Pueblos y Comu as del Estado de Guerrero, publicado en el Periódico Oficial de dicha
entidad federativa el
Lelo de Larrea anunció
Morales reserv¿¡ron su d ho de formular sendos votos concurrentes
16 Resuelta el cinco de re de dos mil veinte, por unanimidad de once votos de los señores Ministros
Gutiérrez Ortiz Mena, G lez Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar
Morales, Pardo Rebolled , Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente
Zaldivar Lelo de Larrea, pecto del considerando séptimo, relativo al estudio de fondo, en su tema 1,
en su inciso a), nado "Cuestión previa: determinación sobre la necesidad de realizar una

ro de agosto de dos mil dieciocho. El señor Ministro Presidente Zaldívar
concurrente. Los señores Ministros Franco Gonzâlez Salas y Aguilar

nidades indígenas y afr'omexicanas", consistente en declarar la invalidez del
se expide la Ley Electoral del Estado de San Luis PotosÍ, publicado en el

periódico oficial de d a entidad federativa el treinta de junio de dos mil veinte
17 Resuelta el trece de bre de dos mil veinte, por unanimidad de diez votos de los señores Ministros
Gutiérrez Ortiz Me , González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo
Rebolledo, Piña H
Franco Gonzalez

Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente en funciones
respecto del apartado Vl, relativo a las consideraciones y fundamentos,

24



ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD 10912021

207 I 20201 B, 239 I 20201 e, 29'l I 202020 y 299 t 202021 .

56" En ese sentido, se advierte que el derecho a la consulta de pueblos y

comunidades indígenas y afromexicanas, tratándose de medidas legislativas

que les afectan, ha sido reconocido y consolidado a través de la jurisprudencia

constante de este Tribunal Pleno.

- 

v 
'r':"i{":

consistente en declarar la invalidez del Decreto Número 209, que reforma diversos ariículos de ta Lgf.;
de Derechos y Cultura lndígena para el Estado de Hidalgo, publicado en el Periódico Oficial de diefa ií:
entidad federativa el catorce de octubre de dos mil diecinueve. l"',.-..:" i.
18 Resuelta el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, por unanimidad de once votos de los señore.s :iì
Ministros Guiiérrez Ortiz Mena, GonzálezAlcántara Carrancá, EsquivelMossa, Franco Gonzalez Sa1þg,: ¡.l;:
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán T, , ,,.it
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto a la declaración de invelidez de diversas disposiciones de ''.-r
la Ley de Educación del Estado de Aguascalientes expedida mediante el Decreto número 341 publicado ., .

en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veinticinco de mayo del año dos mil veinte.
1e Resuelta el veintiuno de octubre de dos mil veintiuno, por unanin'iidad de diez votos de las señoras
Minisiras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Aicántara Carrancá, Esquivel
Mossa, Franco Gonzáiez Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo. Piña Hernández, Ríos Farjat,
Laynez Potisek y Presidente Zaldívar l-elo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo al
estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez de los articulos del 77 al87 y del 88 al g1 de la
Ley de Educación para el Estado de Guanajuato, expedida mediante el Decreto número 203, publicado'
en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintidós de julio de dos mil veinte La señora
Ministra Ríos Farjat anunció voto aclaratorio. La señora Ministra y los señores Ministros Pardo
Rebolledo, Piña Hernández y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos
concurrentes
20 Resueita el veintiuno de octubre de dos mil veintiuno, por unanimidad de diez votos de las señoras
Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel
lVlossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat,
Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea con razones adicionales y apartándose del párrafo
ochenta y uno, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de la litis, consistente en deciarar
la invalidez de los artículos del 70 al 74 y del 77 al 82 de la Ley de Educación del Estado Libre y
Soberano de Chiapas, expedida mediante el Decreto No. 003, publicado en el periódico oficial de dicha
entidad federativa el catorce de octubre de dos milveinte. La señora Ministra Ríos Farjat anunció voto
aclaratorio. El señor Ministro Pardo Rebolledo y la señora Ministra Piña Hernández anunciaron sendos
votos concurrentes.
21 Resuelta el diez de agosto de dos mil veìntiuno, por unanimidad de once.votos cle las señoras
Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel
Mossa, Franco González Salas con reserva de criterio y en contra de la referencia a la controversia
constitucional 3212A2A, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández separándose de los
párrafos del noventa y dos al noventa y seis y el último enunciado dei ciento dos, Rios Farjat, Laynez
Potisek, Pérez Dayém y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicirrnales, respecto del
apartado Vl, relativo a las consideraciones y fundamentos, en su apartado A, consistente en declarar
la invalidez de los artículos 39, 40 y 41de la Ley Número 464 de Educación del Ëstado Libre y Soberano
de Guerrero, publicada en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintiirés de octubre de dos
mil veinte. Los señores Ministros Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anuncìaron
sendos votos concurrentes; y por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores
Mìnistros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquirrel Mossa, Franco González Salas,
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y

Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por consideraciones adicionales. respecto del apartado Vl, relativo
a las consideraciones y fundamentos, en su apartado B, consistente en declarar la invalidez de los
artículos del 44 al 48 de la Ley Número 464 de Educación del Estado Libre y Soberano de Guerrero,
publicada en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintitrés de octubre de dos mil veinte. El
señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente.

)q



f oiv^ À-ê5i.ii 'r

t5

iW AcctóN DE lNcoNSTtructoNALtÞAD 10st2021

sí, se ha conc uido de manera reiterada que, en términos de lo dispuesto por
poDER JUDrctA,L DE !-A ¡¡p¡p4[!ÓN , ^
ffiilä;;|*,lgf,,fUttÇ\{lQ,ür1", párrafo primero y 2, de la Constitución Federal, así como los

diversos 622 y 723 del Convenio 169 de la OlT, los pueblos indígenas tienen el

derecho hunlano a ser consultados.

(/)
L!

{,,

58. Esa consulta a los pueblos indígenas deb lizarse mediante procedimientos

culturalmente adecuados, libres, infor dos y de buena fe con la finalidad de

llegar a un acuerdo, a través de sus presentantes, cada vez se prevean

xls medidas legislativas susceptibles afectarles d irectamente.2a

\
ulo 6

'1. Al'aplicar las <lisposiciones del pres
a):consultar a los; pueblos interesados', sus instituciones representativas,

.ì 
1,- suscëbiíûlbs

b) estábläåer
p.or !o.mq¡os
,adopción de

para estas regiones
3. Los gobiernos de

También da sustento

de afectarles directam
los medios a través los
en la misma me que
decisiones en inst

yen ular a través de
s o administrativas

pu participar libremente,
,ya os los niveles en la
tn ivos y de otra ínCole

.liL'.'.

responsables de ¡rolíticas y p q

c) establecer los rnedios para el o desarrollo de las instituciones e ini de esos pueblos, y en
Ios casos apropiados proporci ar los recursos ra este fin.
23 Artículo 7. Los pueblos inte os deberán te de sus propias prioridades en
la'que atañe al proceso de en ue éste a sus vidas, creencias,

v ocupan tilizan de na manera, y de controlar,
propio d economrco, yc ral. Además, dichos pueblos

deberán participar en la fo ulación, ap evaluación los es y programas de desanollo
nacional y regiorral susc les de afecta
2. El mejoramiento de las diciones vida y de trabajo del n I de salud y educación de los
pueblos interesados, co su pa n y cooperación, prioritario en los planes de
desarrollo econórnico g de s donde habitan ectos especiales de desarrollo

instituciones y bienestar es
en la medida de lo posible,

rrollo, en la
a las tierras

borarse de modo que promuevan dicho mejoramiento.
velar por , srempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación

con los pueblos intere OS fin evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio
ambiente que las ad llo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados
de estos estudios; nsiderados como criterios fundamentales para la ejecución de las

actividades mencionadas.
4. Los gobiernos deberán medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger

e los territorios que habitan
a la consulta previa de las comunidades indígenas también está

ô la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Pueblos lndígenas,
eral de la Organización de las Naciones Unidas el trece de septiembreaprobada por la Asamblea

de dos milsiete; México a favor de esta declaración.
Americana sobre los Derechos de los Pueblos lndígenas, aprobada elPor su parte, la D

catorce de junio de dos mil dieciséis por la Asamblea General de la Organización de Estados

Americanos dispone
Articulo XXlll. Pafti
indígenas
fl
t."j

ón de los pueblos indigenas y aportes de los sistemas legales y organizativos

2. Los Estados celebra n consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados
por medio de sus in ones representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas o

administrativas que afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, previo e informado.
esta consideración, lo determinado por la Corte lnteramericana de Derechos

Humanos en los cas Pueblo Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador y de los Doce clanes Saramaka
resolución de la Primera Sala de este Alto Tribunal en el amparo en revisión

26

vs. Surinam; así
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El criterio de este Tribunal Pleno ha sido consistente en señalar que la consulta

indígena se activa cuando los cambios legislativos son susceptibles de afectan

directamente a los pueblos y/o comunidades indígenas, reconociendo que, en

parte, el objetivo de esa consulta es valorar que es o qué no es lo que más les

beneficia. Se ha considerado entonces que basta que se advierta que la

normativa impugnada contiene reformas o modificaciones legislativas que

inciden en los derechos de los pueblos y comunidades indígenas para exigir

constitucionalmente como requisito de validez que se haya celebrado una

consulta indígena. t: ,{ìì'' : S"ì',',
.": .,1.

ã'"(

60. Esa consulta debe cumplirse bajo las características

parámetro de regularidad constitucional siguiente:

1...

reconocidas en eì:

, -l'ì :
'r.'-j,'

a. La consulta debe ser þrevia. Antes de acloptar y aplicar las medidas
legislativas que les afecten, pCIr lo que las comunidades afectadas deben
ser involucradas lo antes posible en el'proceso.25 Debe realizarse durante
las primeras etapas del plan o proyecto de desarrollo o inversión o de la
concesiÓn extractiva y no únicamente cuando surja la necesidad de
obtener la aprobación de la comunidad.26

63112012, promovido por la Tribu Yaqui, tal como fue aludido expresamente en la citada acción cle
inconstitucionalidad 8312015 y sus acumuladas 8612015, ulzaiS y 98/201s.
25 Corte lnteramericana de Derechos Humanos. Caso del Pueblô indígena Kichwa de Sarayaku vs.
Ëcuador, Sentencia de Fondo y Reparaciones de veintisiete de junio cle dos mil doce.
181 . Al respecto, el Comité de Expertos de la OIT ha establecido, al examinâr una reclamación en que
se alegaba el incumplimiento por Colombia delConvenio No 169 de la OlT, que el requisito de consulta
previa implica que ésta debe llevarse a cabo antes de tomar la medicla o realizar el proyecto que sea
susceptible de afectar a las comunidades, incluyendo medidas legislativas y que las comunidades
afecladas sean involucradas lo antes posible en el proceso.
Nota: La Corte IDH cita a su vez "lnforme del Comité establecìdo para examinar la reclamación en la
que se alega el incumplimiento por Colombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, '1 ggg
(N" 169), presentada en virtud del artículo 24 de la Constiiución de la OIT por la Central Unitaria de
Trabadores (CUT), G8.27611711,G8.28211413 (1999), párr.90. Asirismo, OlT, Comisión de Expertos
en Aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACR), Observación lndividual sobre el Convenio
No 169 de la OlT, Argentina,2005, párr. 8. Asimismo, lnforme del Relator Especial sobre la situación
de los derechos lrumanos y las libertades fundamentales de los ind,genas, James Anaya, 5 de octubre
de 2009, AlHRCl12l34/Add.6, Apéndice A, párrafos 1B y 19.
26 Tribunal Pleno, acción de inconsiitucionalidad 8312015 y sus acumuladas B6/201S, 91lZ01S y
9812015, página 89.
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b. Libre27. Busca asegurar condiciones de seguridad y tran
poDEFdJUD|C|A[DË[Aþ[eÂÛþùción de los procesos de consulta. Ello impli

sus métodos tradicionales para a toma de decisio

r!
{,

SUPREMAcoRTE DE rusTrcAeueftffil, intimidaciÓn ni manipulación.28

c. lnform¿rda. Los procesos de otorgamiento ex la provisión plena de
información precisa sobre la naturalezay con cuencias del proyecto a las
comunidades consultadas, previo y duran la consulta. Debe buscarse
que tengan conocimiento de los posibl riesgos, incluidos los riesgos
ambientales y de salubridad, a fin de q acepten el plan de desarrollo o
inversión propuesto, de forma volunta

d. Culturalmente adecuada. El d estatal de consultar eblos
indígenas debe cumplirse de acu o con sus costumbres y nes, a
través de procedimientos cul ente adecuados y tenien

rencia durante
rse a cabo sin

cuenta
r, exige
con susque la representación de los p los sea definida d

propias tradiciones.

"fuDe ,buena fe, con la f¡ lidad de llegar acu Se debe
garantizar, a través de p imientos claros de consulta, ue se obtenga

-¿'i su consentimiento previo la cons ución de dichos
UìL1 '' "''Bfi5yecto

indígena
s. La obligación
o que afecte

que tod proyecto en área
tram o y decidido con

¿ ltl
,,Àc.

'i¡,jtr
rtf¡l J!lt1t ^"r. ''

partìCipación y en Ita con pueblos intere dos con vistas a
obtener su consentim nto y even rticipación os beneficios

61. Así, las legislaturas local ti er de un fase adicional en el

proceso de creación de asleyes CONSU a los resentantes de ese

sector de Ia población, UA SC de medid lativas susceptibles deleg

afectarles directame

62" El Pleno ha conside U s procedimientos de consulta deben preservar

las especificidades cultural y atender a las particularidades de cada caso

%
Legislativo Local. Ver página
ha desarrollado esta caracte
desarrollo de este apartado.

27 Este Tribunal Pleno, al re la controversia constitucional32l20l2 estableció que el municipio
actor de Cherán contaba con derecho a la consulta previa, libre e informada por parte del Poder

de la sentencia. Sin que pase inadvertido que este Tribunal Pleno no
ca de la consulta de forma especÍfica, por lo cual se retoma en el

También debemos tomar en como aspecto orientador, que en el artículo 19 de la Declaración
de Naciones Unidas, se a el deber de la consulta como sigue: "Los Esfados celebrarán consu/fas
y cooperaran de buena fe /os puebios indígenas interesados por medio de sus institucicnes
representativas anfes de ar y aplicar medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin
de obtener su con libre, previo e informado."
28 Foro Permanente pa las Cuestiones lndígenas, lnforme del Seminario internacional sobre
metodologías relativas consentimiento libre, previo e informado y los pueblos indígenas,
81C.191200513, párrafo 46. Disponible en: <http://www.cbd.int/doc/meetings/abs/absgtle-
03/information/absgtle-03-inf-03-es. pdf>
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segÚn el objeto de la consulta. Si bien deben ser flexibles, lo cierto es que deben
prever necesariamente algunas fases que concatenadas impliquen la

observancia del derecho a la consulta y la materialización de los principios

mínimos de ser previà, libre, informada, de buena fe, con la finaiidad de llegar

a un acuerdo y culturalmente adecuada.

63. Por lo tanto, los procesos de consulta de medidas legislativas susceptibles de

afectar a pueblos y comunidades indígenas deben observar, como mínimo, las

siguientes características y fases.

a) Fase preconsultiva. Que permita la identificación de la medida le
que debe ser objeto de consulta, la identificación de los pueblo
comunidades indígenas a ser consultados, así como la determin

,- ,l'Ì

la forma de lleva[, a cabo el proceso, la forma de intervenc
formalización de acuerdos lo cual se deberá definir de común
entre autoridades gubernamentales y representantes de las comu
indígenas.

rtd.Ades

b) Fase informativa. De entrega de información fusión del proceso

acióq de,'
ión Vt.lä:
acuerdo,

yd
consulta, con la finalidad de contar con información comp eta, previa y
significativa sobre las medidas legislativas. Ello puede íncluir, por ejemplo,
la entrega por parte de Ias autoridades de un análisis y evaluación
apropiada de las repercusiones de las medidas legislativas

c) Fase de deliberación interna. En esta etapa, que resulta fundamental,
los pueblos y comunidades indígenas, a través del diálogo y acuerdos,
evalúan internamente la medida que les afectarÍa directamente.

d) Fase de diálogo. Entre Ìos representantes del Estado y representantes de
los pueblos indígenas con la finalidad de generar acuerdos.

e) Fase de decisión. Comunicación de resultados y entrega de dictarnen.

64. Además, las comunidades y pueblos afromexicanos tarnbien deben ser

consultados pues conforme al apartado C del artículcl 2 constitucionai, se les

reconoce como parte de la composición pluricultural de la Nación. Tendrán los

derechos señalados en los apartados A y B del citado artículo, en los términos

que establezcan las leyes, a fin de garantizar su libre determinación. autonomía,

desarrollo e inclusión social.
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na vez prectsado lo anterior, en primer lugar, es necesario d nar si en el
DE LA FEDERACÉI\I

,$frP'Ro, rgq¡nffÇto as normas impugnadas son bles de afectar

directamente a los derechos de los pueblos y nidades indígenas y

afromexicanas de la entidad federativa, pues de depende la procedencia

o improcedencia de la consulta a la que hab estado obligado el órgano

legislativo local

66. En segundo lugar, de ser el caso, será

65.
PODERJUDICIAL

SUPREMA CORTE DE

Ciudad de N/lexico previó una fase adi onal en

rio analizar si el Conoreso de la

su proceso tegistffion et fin

ades originarior O" lK

la Sección uinta, denomina

artículos 3 39 y 40, de la ley im

d¡n "Edu

pþ/ou

dad

ca n

pu

federativa.

lndígena",

ede advertir

t

i.tlj:ii'i .,.,rj'i,'"""itiñ
:jiliì,' ,,.,ji,fi!rs
:'rlr: ...,r.r:;.:l;,.:i\l.j

:..aiiii,tiL¡l^a

o

para res,pon
indígena

impartan edu

discriminación.

€̂;i\
Que los pr*dblo
autoridaries para

'']då est¿rblece que el Gobierno de la Ciudad de éxico garantizará el
ejercicio de los dere hos educat Iturales y güísticos a todas las
personas, pueblos comunidades nas o mexlcanas, migrantes
y jornaleros agrí las. Que c tribui al co miento, aprendizaje,
reconocimiento, v oración, ervacton llo de la tradición oral y
escrita indígena,
comunicación, e

las I rgena
des
nac ales como un medio de

ñanza, y fuen de miento

o Que el Gobi del d de México rá la educación indígena
buscando p n/ar y arrollar sus cio
por lo que s era n gradualmente I

es, costumbres y valores,
ndiciones y adaptaciones
y culturales de cada grupocterísticas lingüist

la entidad para coadyuvar en su inclusión y no

barrios y comunidades se coordinarán con las
blecer sus sistemas e instituciones docentes que

métodos cultural
n en sus propias lenguas, en consonancia con sus
de enseña nza y aprendizaje.

r

a Finalmente, llevarán a cabo programas bilingües para promover la
historia, oríge es y costumbres de los pueblos y barrios originarios y
comunidades ndígenas
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68. De todo lo antes expuesto, es dable advertir que las disposiciones impugnadas

sí son susceptibles de afectar directamente a los pueblos y comunidades

indígenas y afromexicanas de la entidad. En consecuencia, existía la obligaciórr

de consultarles en forma previa a la emisión de las normas impugnadas.

69. Como se observa, las normas inciden o pueden llegar a incidir en sus derechos

humanos, ya que, en esencia, contemplan una serie de medidas en rnateria de

educación para la preservación de la lengua, cultura, tradiciones, costumbres y

valores culturales de los pueblos indígenas, así como el acceso al derecho a la

educación y al deporte en su propia lengua y cultura. Por lo que, se insiste
þ \S\'

todos estos nuevos supuestos afectan o pueden llegar a afectar dei ma
:

n

directa los derechos o la autonomía que les corresponde a los puebl

comunidades indígenas
Í,

I'.tr,

. "-.,t

70. Precisado lo anterior, se debe analizar si el Congreso de la Ciudad Oeffi¿licó
i r: ì,.,; j

consultó a los pueblos o comunidades indígenas y afromexicanas Oê.eåa ,

entidad.

71. De la revisión de las documentales que remitió el Poder Legislativo de la Ciudad

de México junto con el informe solicitado, que dan cuenta del proceso legislativo

que dio origen al Decreto impugnado, no existe evidencia alguna de que ese

Poder haya previsto una fase adicional en su proceso legislativo con el fin de

consultar de manera previa, jnformada, culturalmente adecuada y de buena fe,

a los individuos, pueblos o comunidades indígenas y afromexicanas de la
Ciudad de México

72. Lo anterior es así ya que se recibieron cuarenta iniciativas con proyecto de

decreto respecto a la Ley de Educación del Distrito Federal, presentadas por

diversos Diputados y Diputadas de todos los grupos parlamentarios, así como

de la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, mismas que fueron turnadas a

la Comisión de Educación, desde el treinta y uno de octubre de dos mil

diecinueve hasta el quince de abril de dos mil veintiuno.
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osteriormente, el veinticuatro de mayo de dos rnil veintiu dicha Comisión
DE LA FEDERENÓ¡¡ ..

,rct?,üost8Êr'Po.ßfi 
nlnente aprobar con modificaciones las ini rvas con Proyecto de

Decreto, por lo que se determinó abrogar la L

Federal y expedir la Ley de Educación de la Ciud

cincuenta y cuatro votos a favor, cero

enviado a la Jefatura de Gobierno pa SU

s
efecto, cle la revisión del

ey Educación del Distrito

México.

a Corte

de

74. En sesión de veintisiete de mayo de dos mil intiuno, en el Pleno del Congreso

de la Ciudad de México se presentó un re men del Dictamen, y se aprobó por

contra y una abstenciçl cual fue

promulgación y pu blica$dn.

imiento legislativo "$*

comu

76. No pasa inadvertido que co la emisión ey rmpug a, fue una pretensión

de la legislatura local, de cuerdo lo rrado la sesión del Pleno del

Congreso y con las man staci el P Ej local realizadas en su

informe, el armonizar la General de Ed ón, y con las reformas a

los artículos 3, 31 y 73 el stitución Fe le materia de educaciÓn, sin

embargo, como se ha s o, las entid CS erativas se encuentran

obligadas a res el erecho humano la consulta de pueblos Ya

comunidades indíge afromexicanas, previamente a la emisiÓn de una

n independencia de que su actuar haya sido ennorma que les

ncluye que el Poder Legislati cal no cu

consull.a previa, libre, ralmente

nidades indíqenas de

eiEducación de la Ciu
'.irìlì
:) ÐL

mplió co7âu d

ud""ruJN/
entidad feder{a,

.-\
de México \

eber e llevar a cabo

de uena fe a las

antes que expidiera la

cumplimiento a a ato de armonizaciÓn ordenado por el legislador federal

77. La necesidad de que este tipo de medidas sean consultadas directamente y

conforme a los p imientos de consulta que ha reconocido esta Suprema

Code, radica en

históricamente han

consultarlos para

ue las personas indígenas constituyen grupos que

sido discriminados e ignorados, por lo que es necesarlo

nocer si las medidas legislativas constituyen, real y

que les beneficie, pero sobre todo para escucharefectivamente, un medida
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nuevas aportaciones y op¡n¡ones que el legislador no tuvo en cuenta para emitir
las normas ahora ímpugnadas

78' En consecuencia, este Tribunal Constitucional no puede acoger la pretensión
del órgano parlamentario de validar la adopción de un acto legislativo que incide
en los derechos humanos de las comunidades indígenas, producto de un
procedimiento que representó una vulneración al derecho a la consulta previa.

79 Por otro lado, tampoco se ignora el hecho de que en el Dictamen de la Comisión
de Educación, en el antecedentê marcado con el número 43, se hizo ponstaç.rs,
que con fundamento en el articulo 25, apartado A, numeral 4, de la Constitrd, ;,
Política de la ciudad de México, y er diverso 107, párrato tercero, de ra ËolJ,
orgánica del Congreso de la Ciudad de México, se otorgó el lapso de diez oiarlif

,:.ì -hábiles posteriores a la publicación de las iniciativas en la Gaceta 
-',r

Parlamentaria, para er efecto de que ros ciudadanos ejercieran ,, o*rffiå,;t 
t'

proponer modificaciones a las iniciativas, sin que fuera recibida oroffËiã-,,','
alguna. Sin embargo, tal actuación no puede considerarse como una consulta.

B0' Ello, pues de acuerdo con el parámetro antes establecido, el otorgamiento"de
un periodo para recibir propuestas de las y los ciudadanos respecto a las
iniciativas de ley, no puede considerarse como una consulta previa, libre,
informada, culturalmente adecuada y de buena fe a las comunidades indígenas
de esa entidad federativa, ya que se trata de la publicación de una iniclativa que
ya se encuentra previamente"elaborada, aunado a que está dirigida al público
en general, sin que se advierta que hubo una iclentificación de los pueblos y

comunidades indígenas a ser consultados, la determinación de la forma de
llevar a cabo el proceso, la forma de intervención y la formalización de
acuerdos, y una fase deliberativa o de diálogo, en la que se tomaran en cuenta
los métodos tradicionales de estas comunidades.

81. Por otro lado, es infundado lo manifestado por el Poder Ejecutivo de la Ciudad
de México en su informe, en el sentido de que la obligación de realizar las
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consultas quedó establecida en el sexto transitorio del
oç n rroeReclótt
ÊlrgUçræ"Rfeyé que las autoridades educativas realic

y de manera previa, libre e informada, de acuerdo las disposiciones legales

nacionales e internacionales en la materia, pueblos y comunidades

indígenas o afromexicanas relativas a la apli ón de dichas disposiciones

PODERJUDICIAL

SUPREMA CORTE DE

82. Lo anterior, pues se desprende que d

pueblos y comunidades indígenas y

dec rmpugn ado2e, en

ultas de buena fe

ligación de realizar las consultas a

mexicanas se estaol"ffi$":,
manera posterior a la e$i-sión

ro del

de la

lo cual no se

una de las

no aconteció en el

dereclro transitorio para ser efectuad de

rmahìiá',,ç
que regula la educación i dígena aquí im

plen:ilos; parámetros const onales antes d
'oaracterísticas de dichas consu lo e implica que

es de adoptarse y ap rcars afecten, debe

inv"olu.enarse a las comunidad y pueblos in s, lo cu se debe realizar

s es que debe ser Bnevia,

med idas legislativa$re

ffilì,ì : i iul.- tij.. -tðñ

':,,:r¡$ DL
uräñtéJas prrimeras etapas el proceso legi loq

;ili i i;: cas6. -*

3. Se consultarán los
medidas en materia fis

83" También resulta infund lo ma op el P Legislativo local, en el

sentido de que, en Ia Ci ad de , rìo de so eterse a consulta de los

bre derechos humanos,pueblos y connunidad indÍgen leyes que

de conformidad con el a , apartado 3; e Ley de Derechos de los

ígenas residentes en laPueblos y Barrios Origina y Comunida

Ciudad de México3o que no puede ser sujeta a consulta la normaor

impugnada relativa a I cación indígena

2e SEXTO.- La Sec retar ta, e coord inación con las autoridades correspondientes, realizará consultas

de buena fe y de manera p a, libre e informada, de acuerdo con las disposiciones legales nacionales

e internacionales en la m
aplicación de las disposi

en pueblos y comunidades indígenas o afromexicanas, relativas a la

nes que en materia de educaciÓn indígena son contempladas en este

Decreto; hasta en tanto, des educativas no realicen ninguna acciÓn derivada de la aplicaciÓn

de dichas disposiciones.
30 Artículo 26. Proce a de la consulta
1. Las medidas admini
supuestos:

il
o legislativas deberán ser sometidas a consulta en los siguientes

n

s susceptibles de afectar sus derechos. No serán objeto de consulta las
presupuestal, derechos humanos, penal, protección civil en situaciones de

emergencra, segun udadana y nacional; las facultades expresamente conferidas al gobierno
de mero trámite ni la estructura orgánica y de funcionamiento de los poderes

34
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Lo anterior, pues de conformidad con el ar1ículo 133 en relación con el diverso

1o constitucionai, los órganos jurisdiccionales están obligados a proteger los

derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados

internacionales frente a las disposiciones en contrario establecidas en cualquier

norma jerárquicamente inferior; máxime que confc,rme a lo resuelto por este

Tribunal Pleno en la contradicción de tesis 293,2A1131, una norma inferior no

puede establecer restrícciones a los derechos humanos reconociclos en la
Constitución o en los tratados internacionales en los que México es parte, pues

éstas deben estaþlecerse constitucionalmente.32 sirve de apoyo, en lc¡

conducente, la jurisprudencia P./J. 2012A14 de rubro: "DËRECHOS HtJMANOS..':'c:
,<i:'' , -l

CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATAD,O'-S .. ..]

INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROLSË:..];
^::.:j --ì.' : 

-,REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN 'LA.J
CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCIC-IQ DE

AQUÉLLoS, SË DEBE ESTAR A Lo QUE ESTABLECE EL tËilo
CONSTITUCIONAL."33 ) ] ,

públicos. Ningún proceso de consulta podrá desarrollarse con el objetivo de menoscabar los derechos
humanos.
31 Resuelta el tres de septiembre de dos mil trece, por mayoría de diez votos de los señores Ministros
Gutiérrez Ortiz Mena, quien ge reservó el derecho a formular un voio concurrente; Luna Ramos, quien
se manifestó a favor de las consideraciones relacionadas con la prevaiencia de la Constitución y se
apartó del resto; Franco González Salas, quien indicó que formularÍa un voto concurrente; Zaldívar Lelo
de Larrea, quien manifestó que haría un voto aclaratorio y concurrente, Pardo Rebolledo, quien se
reservó el derecho de formular voto concurrente; Aguilar Morales, con reservas respecto de las
consideraciones y, en su caso, realizaría un voto concurrente; Valls Hernández, reservándose el
derecho de hacer un voto concurrente; Sánchez Cordero de García Villegas, reservándose su derecho
a voto concurrente; Pérez Dayán, y Presidente Silva Meza, quien reservó su derecho de formular voto
concurrente, relativo a que debe prevalecer, con carácter de jurisprudencia. el criterio sostenido por el
Tribunal Pleno en ei sentido de que las normas contenìdas en tratados internacionales cle los que el
Estado Mexicano sea parte que reconocen derechos humanos tienen la misma flierza normativa que
las normas contenidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que reconocen
esas prerrogativas fundamentales y que cuando en la Constitución haya una restricción expresa al
ejercicio de los derechos humanos, se deberá estar a lo que indica el texto constitucional. El señor
Ministro Cossío Díaz votó en contra y se reservó el derecho de formular voto particular.
32 Similares consideraciones se sostuvieron en la acción de inconstitucionalidaci 3112014, resuelta el
ocho de marzo de dos mil dieciséis, por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz
Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña
Hernández, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto de los considerando séptimo y octavo
relativos, respectivamente, al estudio de fondo y al análisis del precepto impugnado, consistentes en
declarar la invalidez delartÍculo 2T,parrafo quinto, de la Ley para el lnstituto de Desarrollo Humano y
Social de los Pueblos y Comunidades lndígenas del Estado de San Luis Potosí. Los señores Ministros
Medina Mora l. y Laynez Potisek votaron en contra. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossio
Díaz y Zaldîvar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos concurrentes. El señor Ministro Pardcr
Rebolledo reservó su derecho de formular voto concurrente.
33 Ctlyo texto es: "El primer párrafo del ar1ículo 1o. constitucionai reconoce un conjunto de derechos
humanos cuyas fuentes son la Constitución y los tratados internacionales de los cuales el Estado
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ffi*êffiFtrffi1# Ita desacertada la afirmación de los pode demandados cuando

señalan que los artículos no afectan la esfera jurí de las comunidades y

poblaciones indígenas. Ello, porque no es el Es o central ni el legislador de

forma unilateral quienes pueden disponer re lo que es mejor para los

PODFRJUBSAL

SUPREIV¡A CORTE DÊ

pueblos y cornunidades indígenas. Ese

una forma de colonialismo no solo del d

poder al pretender determinar -y omtnar-

estableciendo siTiðönsulta algunas que, a

namiento se inserta inclusive en

cho, sino también del ejercicio del

a los pueblos originarios'r
pa renteme nte, l@uor"""n

A.
i nconstitucional idaNzl 1

,$

respecto, al fallar la acción

mulada '1171201934 este Tri nal Pl

vía legislativa se activa ndo los

afectar directamente a os pu

afnjniekicanas por lo que no puede

ando p recisamente es el ob

19 y su

a ulta indígena

OS n susceptibles

indígenas ylo

priorisobre qué

de una consulta

de

eno sostuvog;e I

cambios l*JÑJu
eblos ydom

_\
realiza$rùa

unidad

loraci na

., ., es !o.,g,tile más les beneficia,

i' inoiþenå.

Mexicano sea parte. De la i cron , sistemática y a del cortenido de las reformas

constitucionales de seis Y dej dos mil once, se de que las normas de derechos

humanos, independientemente d , no se relacion inos jerárquicos, entendiendoen

que, derivado de la parte flnal del párrafo del citado a o., cuando en la Constitución haYa

una restricción expresa al ejercicio derechos humanos, se deberá estar a lo que indica la norma

constitucional, ya que el que le brinda supremacía comporta el encumbramiento de la

Constitución conlo norma del orden jurídico mexicano, lo que a su vez implica que el resto

de las normas juridicas de acordes con la misma, tanto en un sentido formal como material,

circunstancia que no ha camb ;loque sí ha evolucionad o a raíz de las reformas constitucionales en

comento d junto de normas ju rídicas respecto de las cuales puede predicarse

dicha su rídico mexicano. Esta transformación se explica por la ampliación del

catálogo previsto dentro de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexican nte puede calificarse como parte del conjunto normativo que goza de

esta supremacÍa const l. En este sentido, los derechos humanos, en su conjunto, constituyen el

parámetro de control de re laridad constitucional, conforme al cual debe anelizarse la validez de las

normas y actos que forma parte del orden jurídico mexicano." Visible en la Gaceta del Semanario

Judicial de la Federación, ma Época, Libro 5, abril de2014, Tomo l, página 202, registro 2006224
3a Resuelta el doce de de dos mil veinte, Por maYoría de nueve votos de los señores Ministros

Gutiérrez Ortiz Mena, lez Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar

Morales, Pardo Re sepa rándose de algunas consideraciones, Piña Hernández, Ríos Farjat, Y

Presidente Zaldívar Lel de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo,

consistente en declarar invalidez del Decreto Núm. 204, que reforma el artículo 5 de la Constitución

Política del Estado de idalgo, p ublicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el

diecinueve de septie de dos m il diecinueve. Los señores Ministros Laynez Potisek y Pérez Dayán

votaron en contra. Los ñores Ministros Esq uivel Mossa, Franco González Salas, Piña Hernández y

Presidente Zalclívar Lelo de Larrea reservaron su derec

señor Ministro Laynez Poiisek anunció voto particular.

n
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87. En este sentido, la consulta previa es una garantía de protección rlel principio
de autodeterminación de los pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanas pues les permite participar en la toma de decisiones que puedan

afectar los intereses de la comunidad, evitando con ello, una vulneración a su
derecho a la no asimilaiión cultural.

Así, el legislador local estaba obligado a realizar una consulta previa en materia
indígena a fin de respetar el derecho a la autodeterminación de los pueblos y
comunidades. A través de esa consulta pueden participar sobre un tema que
es susceptible de impactar su cosmovisión, por lo que vedar esa opo[trniqq')j,'*

t r ',ii.l"i¡ *,,',r/ (üpuede implicar una forma de asimilación cultural. 
g,.f,l,$j,.

En ese tenor, este Alto Tribunal ya ha señalado que no basta con reproor.¡iîo,;":'i
previsto en el artículo 2 de la Constitución ya que sus alcances son mucffÕ:niás : r,,

amplios: exigen que el legislador local desarrolle y de contenido a los prinçipios
constitucionales, adaptándolo a la realidad particular de los Ëstados y ello
únicamente se logra en colaboración con los pueblos originarios.

De esta manera, la necesidad de implementar una consulta indígena tiene una

doble justificación: por una parte, es necesaria para impedir que se genere una
medida o una carga que pueåa perjudicarles; pero por la otra, permite escuchar
las voces de un colectivo histór'icamente discriminado y enriquecer el diálogo
con propuestas que posiblemente el legislador no habría advertido
unilateralmente.

91- Es por los anteriores razonamientos que resulta fundado el concepto de
invalidez formulado por la Comisión accionante.

92. Finalmente, es nece$ario destacar que la accionante impugna únicamente los

artÍculos 38 a 40, de la Sección Quinta "Educación lndígena" de la Ley de

Educación de la Ciudad de México, expedida mediante Decreto publicado el

siete de junio de dos mil veintiuno en la Gaceta Oficial de la entidad.
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SUPREMA CORTE DE

respecto, conforme a lo sostenido en la acción de in cionalidad
n una evolución de criterio, este Tribunal pl o considera invalidar

exclusivamente los artículos referidos, que regulan ctos concernientes a

los derechos de los pueblos y comunidades indíg as y afromexicanas

94. Este Tribunal Pleno de manera consistente señalado que la consulta forma

parte integral del proceso legislativo. Sin bargo, conforme al nuevo criterio,

su ausencia, en muchos casos, no ten otencial de invalidar toda la ley

$ AcctóN DE tNcoNslructoNALtDAD 1ogt2o21

el p

artícul Es decir por falta

tcana o afecta todo el orde a nto, sino sólo

a relación con la m a del deber de

adei

, el vicio Oe inv@

nôrirftHü?o con daños graves a a sociedad,

generana un vacto

e los generados con la
:.s*irA0 *.-

nuKr

Wu
permanencia de los prec declarados inconstitu nales, porque dejaría a

la'Ciudad de tMéxico sin Ley e Educaci pacta o en los derechos de toda

la sociedad de la entidad erativ

96. Ës importante destacar q e, unque ar alid del ordenamiento sea parcial

consulta, como un mandato

sobre toda Ia ley, porque al

-es decir sólo sobre d dos artí os-

constitucional y conv

realizarse, se espe ue los grupos ienes va dirigida -pueblos y

comunidades indígen o afromexicanas- puedan identificar cualquier nueva

necesidad o enm ntos específicos en la regulación, que se dejaron de lado

y pudieran tras a todo el ordenamiento

35 Resuelta el uno de de dos mil veintiuno, por unanimidad de once votos de las señoras Ministrab
y de los señores Minist Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco
González Salas, Ag Morales, Pardo Rebolledo apartándose del estándar rígido para celebrar la
consulta corres Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente
Zaldívar Lelo d

deberá

declarar la inva
, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en
los artículos 62,63 y del 66 al71 de la Ley de Educación para el Estado de

Tlaxcala, a el Decreto No. 208, publicado en el periódico oficial de dicha entidad
federativa el de mayo de dos mil veinte. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y
Ganzâlez Alcántara Carrancá anunciaron sendos votos concurrentes. La señora Ministra Ríos Farjat
reservó su derecho de formular voto aclaratorio.
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97. En consecuencia, al resultar fundados los motivos de invalidez expresados por

la Comisión accionante, a efecto de no generar un vacío legislativo, lo

procedente es declarar la invalidez parcial de la Ley de Educación de la

Ciudad de México, únicamente la Sección Quinta "Educación lndígena", que

comprende los artículos 38, 39 y 4A.

B. Consulta a personas con discapacidad. Sección Cuarta "Educación
lnclusiva y Especial", artículos 30 a 37 de la Ley de Educaclón de la Ciudad
de México.

r \ìt

i ç¡1,,
' -;'i I ',1 ,

98. La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacióhd,(i

establece como principios generales, entre otros, la libertad de tomar'i?.ìïï
propias decisiones, asi como la participación e inclusión plenas y efectiva, ;; i.'-:

la sociedad.36 Además, dispone como obligaciones generales de fos fË1àÚos,,l
'ì-

tomar medidas legislativas pertinentes en la elaboración y aplicación¡U*, t,
legislación y políticas para hacer efectiva la Convención. Los Estados deberán

celebrar consultas estrechas y colaborarán activamente con las personas con

discapacidad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad a través de las

organizaciones que las representâfl ,37

36 Artículo 3. Principios generales.
Los principios de la presente Convención seráp:
a) El respeto de la dignidad inherente, ia autonomía indìvidual, incluida la libertad de tomar las propias
decisiones, y la independencia de las personas;
b) La no discriminación;
c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad;
d) Ei respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la
diversidad y la condición humanas;
e) La igualdad de oportunidades;
f) La accesibilidad;
g) La igualdad entre el hombre y la mujer;
h) El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con discapacidad y de su derecho
a preservar su identidad.
37 Artículo 4. Obligacìones generales.
1. Los Estados Partes se Çomprometen a asegurar y promover el pieno ejercìcio de todos los derechos
lrumanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discrinrinación alguna
por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas leqislativas. administrativas v de otra índole que sean pertinentes para

hacer efectivos los derechos reconocidos en la presenlq Convención;
b) Tomar todas las medidas periinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes,
reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan discrimrnación contra las personas con
discapacidad;
c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y promoción de los
derechos humanos de las personas con discapacidad;
d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y velar por que

las autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;

39



I
'1

IDOS

!1,/ ACC|ÓN DE |NCONST|T|"JCIONAL|DAD 109t2021

PODËRJIJDICIAI. DE LA FEDERACÚN

,roou"o .op,?ou,Eefìolrd,pq5þ^este Tri b u n a I P I eno h a d esarrol lad o el d

to¡HA a"û5
l''j"

'" 22\r
(/')
Ltl

11,

o a la consulta previa

en materia de discapacidad a través de distintos cedentes mediante los

cuales se ha pronunciado sobre esta obligación hvencional

100. En la acción de !nconstitucionalidad 101 1638, el Tribunal Pleno invalidó la

Ley para la Atención lntegral de las Pe con Síndrome de Down para el

Estado de Morelos al determinar que ió una ausencia absol e consulta

las ffisonas con discapacidad" el caso no se efectu consulta

a'en la que participaran mente las personas discapacidad en

a una legislación que les ba directamente

it/itt
/.-

) Tomar tod
,,.aa'ì¡ailarN
rserlfi"f lne'tlo. -r , 

^ ¡r 
"r:;il^;Ernpre n0er

Oig-e.no, ggçrsa l, con arreg
. -.mgnon-adaptación Posible y

as l¿ls medidas pertinentes ra que ninguna persona, ización o empresa privada
r motivos de discapacidad;
o promover la investigaci y el desarrollo de S equipo e instalaciones de

ologías
dando prioridad a las de precio uible;
h) Proporcionar información que
movilidad, dispositivos técnicos y ol

lo a la defi del artículo 2
el menor para satisfacer

con discapacidad, promover su dispo idad y uso, y
de normas y diredrices;
g) Emprender o promover la i ación y el d

Convención, que requieran la
ades específicas de las personas
iseño universal en la elaboración

vp r la disponibilidad y el uso de
on las comunicaciones, ayudas para la

para las personas con discapacidad,

con discapacidad sobre ayudas a la
nuevas tecnologías, asÍ como otras

rales, los Estados Partes se comprometen
bles y, cuando sea necesario, en el marco

nuevas tecnologías, incluidas las
movilidad, dispositivos técnicos y

formas de asistencia y servicios
i) Promover la forr¡ación de los p
respecto de los derechos
los servicios garantizados por
2. Con respecto a los derech
a adoptar medidas hasta el

yel e trabajan con personas con discapacidad
la presente nción, a fin de prestar mejor la asistencia y

ías de

instal ones

para

sociales
SUS ECUTSOS

tn

de la cooperación ,de resiva, el pleno ejercicio de estos derechos,
sin perjuicio de las obligac senla Convención que sean aplicables de inmediato
en virtud del derecho intern

en S

4. Nada de lo dispuesto en la p sente Convención afectará a las disposiciones que puedan facilitar,
en mayor meclida, el ejercicio d los derechos de las personas con discapacidad y que puedan figurar
en la legislación de un Estado Parte o en el derecho internacional en vigor en dicho Estado. No se
restringirán ni derogarán ningu de los derechos humanos y las llbertades fundamentales reconocidos
o existentes en los Estados Partes en la presente Convención de conformidad con la ley, las
convenciones y los convenio
Convención no se reconocen

los reglamentos o la costumbre con el pretexto de que en la presente
derechos o libertades o se reconocen en menor medida.

5. Las disposiciones de la p nte Convención se aplicarán a todas las partes de los Estados federales
sin limitaciones ni excepci S.
38 Resuelta el veintisiete de sto de dos mil diecinueve, por unanimidad de diez votos de los señores
Ministros Gutiérrez Ortiz M , GonzâlezAlcántara Carrancá, Ësquivel Mossa, Franco González Salas,
Aguilar Morales, Piña Hernández, Medina Mora 1., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar
Lelo de Larrea. La señora Ministra Esquivel Mossa anunció voto concurrente en relación con los
efectos.

a

pa
o
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101 . En ese precedente, se señaló el deber convencional del derecho a la consulta

de las personas con discapacidad. Además, refirió que incluso con anterioridad

a la ConvenciÓn, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de

la Organización de las Naciones Unidas, en la Observación General Número S,

adoptada el rlueve de diciembre de rnil novecientos noventa y cuatro, se

pronunciÓ respecto de la necesidad de consultar a grupos representativos de

las personas con discapacidad sobre decisiones que les conciernen3e. En el

mismo sentido, en el ámbito interamericano, la Convención lnteramericana para

la Eliminación de Todas ias Formas de Discriminación contra las Persqnas con,|irr\ ù -Ci.' .,,
Discapacidad dispone la participación de representantes de organizacioneg$6 .,'i

íä ',

personas con discapacidad que trabajan en el campo o en su caso de persöhas ,iì
con discapacidad.ao :.; 

"'l 
.'",,

': a''j' :r :.'

102. Después, al fallar la acción de inconstitucionalidad 68/201841, el T,ribunal

Pleno invalidó preceptos de la Ley para la lnclulsión de Personas con ,

3s "14. Ademas, la contunidad internacional ha reconockb en todo momento que Ia adopcion de
decisiones v la aalicación de prograntas en esta esfera deben hacerse a base de estrechas co¡'tsultas
con qrupos representativos de las personas interesadas, v con la participación de dichos qrupos Por
esa razo¡t /as lVor¡nas Uniformes recomiendan q¿.re se haga todo lo posible por facilitar el
establecimiento de comités nacionales de coordinación, o de organos análogos, para que actúen como
puntos de convergencia respecta de las cuesfiones relativas a la discapactdad. De esta nanera los
gobiernos tendrían en cuenta las Directrices (e 1990 para el establecimiento y desanollo de comites
nacionales cle coorclinacion en la esfera de la ãiscapacidad u órganos anátogos."
AlC.3l4614, anexo l. También está en el informe sobre la Reunión lnternacional sobre el papel y las
funciones de los comités nacionales de coordinación en la esfera de la discapacidad en los paÍses err
desarrollo, Be'tjing, 5 a 11de noviembre de 1990 (CSDHA/DDP/NÛCi4). Véase también la resolución
1991/8 del Consejo Económico y Social, y la resolución 46/96 de la Asamblea General, de 16 de
diciembre de 1991.
a0 Convención lnteramericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las
Personas con Discapacidad.
ARTICULO V
1. Los Estados parte promoverán, en la medida en que sea compatible con sus respectivas
legislaciones nacionales, la particiþación de representantes de orçlanizaciones de personas con
discapacidad, organizaciones no çubernamentales que trabajan en este campo o, si no existieren
dichas oroanizaciones. Dersonas con discaoacidad. en la elaboració ejecución v evaluación de
medidas y políticas para aplicar la presente Convención. [...].
a1 Resuelta el veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, por mayoría de nueve votos de los señores
lVlinistros Gutiérrez Ortiz Mena, GonzâlezAlcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales
en contra de las consideraciones, Piña Hernández, Medina Mora 1., Laynez Potisek en contra de las
consideraciones, Pérez Dayán en contra de las consideraciones y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea,
respecto del apartado Vl, relativo al estudio, consistente en declarar la invalidez Decreto 1033, mediante
el cual se reforman los artículos 11, fracción XVll, y 40, fracción l, de la Ley para la lnclusión de las
Personas con Discapacidad en el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y se adiciona la fracción
XVlll al referido artículo 11, publicado en el Periódico Oficial "Plan de San Luis" de dicha entidacl
federativa el veintisiete de juiio de dos mil dieciocho. La señora Ministra Esquivei Mossa votó en contra.
El señor Ministro Aguilar Morales anunció voto concurrente
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rscapacrdad en el Estado y Municipios de San Luis Potosí considerar que

sencia absoluta de consulta

'103. En ese precedente se destacaron algunas cu

surge la obligación de consulta a personas co

es del contexto en el que

iscapacidad y su importancia

en la lucha del movimiento de. personas n discapacidad por exigir sus

derechos. Se señaló que parte de las ra es de esa exigencia consiste en

superar un modelo rehabilitador de d dad -donde las rsonas con

estas cqndiciones son sujetos a la ayuda que se brinda-
ffi .'Ëno" un modelo social en I que la causa de rscap ad es el

ue la genera. Entonces, a ausencia de una cons n cuestiones

6ionadas con discapacidad s nificaría no cons S la definición de
t

': .,

iderarla

",ç/ropias necesidades volvie , de alguna form

', ol4 gister¡rc i a I i s ta

elo rehabilitador

+¿

,.' i.i ¡iii':(ìli3$
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104.'TaÌhbiéñ-se señaló que el

con los princiPios genera

movimiento de Personas on di

derecho a la consulta

proceso de Çreaclon

genuina y efectiva,

discapacida<j. La Co

echo a la consulta se re aciona estrechamente

sdea e inde encia que rigen la

la ley (artículo 12) y su

plasmó en el lema del

cid d: "Nada e nosotros sin nosotros". El

e los pil del Convención, puesto que el

tratado mente uno de ParliciPaciÓn

,to@Þ
Convención (artículo 3.a), u derecho de igua ldad a

derecho a la particiPacl (aftíc y 29) que

eJ

oración y cons Ita trecha con las Personas con

ón fue resulta s las opiniones ahí vertidas

de la ConvenciÓn y su pertinencia para esas personasEllo asesuró ra q$
105. Posteriormente, al

Tribunal Pleno inv

lver la acción de inconstitucionalidad 112017,43 el

lidó la Ley para la AtenciÓn y FrotecciÓn de las Personas

a2 Comité sobre los D rechos de Personas con DiscaPacid ad, Observa ción General N(tmero 7 sobre Ia

participación de /as as con discapacidad, incluidos los niños y /as nrñas con discaPacidad, a

través de las organ ciones que las representan, en la aplicaciÓn y el seguimiento de la Convenciótt,

nueve de novienrb de dos mil dieciocho, Párrafo 1

a3 Resuelta el uno d octubre de dos mil diecinueve, por mayoría de ocho votos de los señores Ministros

Gutiérrez Ortiz na apartándose de las consideraciones, Esquivel Mcssa, Aguilar Morales

apartándose de consideraciones, Pardo Rebolledo, Medina Mora I , Laynez Potisek, Pérez DaYân

ívar Lelo de Larrea, respecto del apartado Vly Presidente Zal
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con la Condición del Espectro Autista y/o Trastornos del Neurodesarrollo del
Estado de Nuevo Leén. Sin bien en este caso existió un proceso cje mesas de
diálogo con organízaciones que se especializan en el tema, este fue deficiente
pues no se ajustó a todos los requisitos que deben cumplir las consultas previas
a las personas con discapacidad.

106' En ese asunto, el Tribunal señaló que: a) no se realizo una convocatoria abierta,
pública, incluyente y accesible que sería necesaria para procurar la
participaciÓn de las personas con discapacidad, en ese caso personas con
condición del espectro autista y sus organizaciones; b) no se f¡jó un
proced miento para recibir y procesar ras participaciones de ras pdfsona
dicha condición, ni que este se les haya comunicado mediante la cCI

y c) con independencia de ra insuficiente convocatoria, tanrpoco se ve
participación de las personas con tal condición ni sus organizaciones
mesas de trabajo

107. Al resolver la acción de inconstitu cionalidad 41lZ01B y su acumulada
421201844, esta Suprema Corte invalidó la Ley para la Atención lntegral de las
Personas con Síndrome de Down de la Ciudad de México al no haberse
celebrado una consulta a las personas con síndrome de Down, a ras
organizaciones que conforman ni a las que las representan.

;i"jS

deciarar la invalidez del Decreto Núm. 174 por elque se crea la Ley para la Atención y protección delas Personas con la condició¡ del Espectro Autista y/o Trastornos clel Neurodesarrollo del Estado deNuevo León, publicado en el Periódico oficial de dicha entidad federativa el cliecisiete cle cliciembre dedos mil dieciséis' El señor Ministro Gonzalez Alcántara carrancá votó en contra y anunció votoparticular' Los señores Ministros Gutiérrez ortiz Mena, Aguilar Morales, pardo Rebolteoå, n¡eo¡na H¡oral' y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea reseryaron su derecho de formular sendos votos concurrentes.aa Resuelta el veintiuno de abril de dos mil veinte, pol. ,nrni*iàad oe once votos de los señoresMinistros Gutiérrez ortiz Mena, Gonzáiez Alcántara iarrancá, Èuqrlu"r Mossa, Franco González salas,Aguilar Morales' Pardo Rebolledo, Piña Hernández, nios'rã4at, Laynez potisek, pérez Dayán yPresidente zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo,consistente en declarar,la jnvalidez de la Ley para laAtención lntegral de las personas con sÍndromede Down de la ciudad.de México, expedida'mediante decreto puulicaoo en la Gaceta oficial de dichaentidad federativa el cinco de marzo de dos mil dieciocho. Los señores Ministros González Alcántaracarrancá, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández y presidente Zaldívar Lelo deLarrea reseryaron su derecho de formurar sencros votos concurrentes.
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n este precedente, el Tribunal Pleno se pronunció los elementos

cumplir con la obligación convencional re consulta a personas

con discapacidad, por lo que determinó que su pa pación debe ser:

. Previa, pública, abierta y regular. El legislativo debe establecer
reglas, plazos razonables y procedim
se informe de manera amplia, accesi

en una convocatoria, en la que
e y por distintos medios, la manera

en que las personas con discap dad y las organizaciones que las
representan podrán participar tan en el proyecto de iniciativa, como en

el proceso legislativo, dentro del I se debe garantizar s pación,

de manera previa al dictamen ante el Pleno del órgano iberativo
durante la discusión, por lo cu deben especificarse en I as co ocatorias

nvocatorias ben real rse con lenguajea Accesihle. Las
comprensible, en

órganos legisla
razonables cua

legis
que

La accesibilidad ta

ato d le lvl

med formatos igita
S era, como, re

n

claro, así como
dades por el tipo

los sitios web de los
accesibles y ajustes

plo, los macrotipos, la
la comunicación táctil.

adaptadas para ser ntend acuerd con las
de discapacidad, distin dios, uido

interpretación en len e senas, etb lle

Además de que I S INS ones de los ó an parlamentarios también
deben ser a esal personas con di acidad

Aunado a ello, legislativo debe garantizar que la iniciativa, los

dictá n ientes y los debates ante el Pleno del órgano
n este mismo formato, a efecto de que se posibilite
discapacidad comprendan el contenido de la

iniciativa y se tome
cambios tanto a ést

cuenta su opinión, dando la posibilidad de proponer
como durante el proceso legislativo.

bién debe garantizarse respecto del producto del
procedimiento leg ativo, es decir, el decreto por el que se publique el

ordenamiento juríd en el órgano de difusión estatal

lnformada. A las rsonas con discapacidad o comunidades involucradas
se les debe info ar de manera amplia y precisa sobre la naturaleza y

decisión que se pretenden tomar.

o

consecuencia de
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Significativa. Lo cual implica que en los referidos momentos del proceso
legislativo se debata o se analicen las conclusiones obtenidas de la
participación de las personas con discapacidad y los organismos que las
representan.

Con participación efectiva. eue abone a la participación eficaz de las
personas con discapacidad, las organizaciones y autoridades que los
representan, en donde realmente se tome en cuenta su opinión y se
analice, con el propósito de que no se reduzca su intervenci ón a hacerlos
partícipes de una mera exposición, sino que enri quezcan con su visión la
manera en que el Estado puede hacer real la eliminaci ón de barreras
sociales para lograr su pleno desarrollo en ias mejores condiciones,
principalmente porque son quienes se enfrentan y pueden hacer notar las
barreras sociales con las que se encuentran, a an
diseñar mejores politicas para garantizar el U - r-\l

ì I'derechos fundamentales en igualdad de con
estado físico, psicológico o intelectual que presenten en razónde
discapacidad, ast como por su género, minoría de edad y con
cosmovisión amplia de las condiciones y dificultades sociales, co
condiciones de pobreza, de vivienda, salud, educación, laboral
etcétera

a

rerrff:i ii,jt.,, i.,,:r.i
ô."1\,:,jr r,i. , : I. i)ì

Transparente. Para lograr una participación eficaz es elemental qarãït war :
la transparencia en la información que generen los órganos esiatåiËåf,la,.,,
que aporten las personas con discapacidad y las organizaciones que las
representan, asícomo del análisis y debate de sus aportaciones. Además,
resulta importante puntualizar que esta obligación no es oponible
únicamente ante los órganos formalmente legislat¡vos, sino a todo órgano
del Estado lvlexicano que intervenga en ra creación, reforma, o derogación
de normas generales que incidan directamente en las purronu-, .on
discapacidad.

109. Finalmente, este Tribunal.Pleno ha continuado sentando el parámetro de las

consultas a personas con discapacidad de manera reciente en las acciones de
inconstitucionalidad 2391202045., 29gt20zoou, y 12gt2o2o y sus acumuladas

a5 Resuelta el veintiuno de octubre de dos mil veintiuno, por unanimidad de diez votos de las señoras
Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel
Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Plña Hernández, Ríos Farjat,
Laynez Potisek y Presidente Zaldíiar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relaiivo al
estudío de fondo, consistente en declarar la invalidez de los artículos del 77 al 87 y del Sg al g1 de la
Ley de Educación para el Estado de Guanajuato, expedida mediante el Decreto número 203, publicado
en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintidós de julio de dos mil veinte. La señora
Ministra Ríos Farjat anunció voto aclaratorio. La señora Ministra y los señores Ministros pardo
Rebolledo, Piña Hernández y Presidente Zaldívar Lelo de Lariea anunciaron sendos votos
concurrentes.
a6 Resuelta el díez de agosto de dos mil veintiuno, por unanimidad de once votos de las señoras
Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel
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20 y 2071202047, donde se han invalidado disposicio de Leyes de

dad de México efectuó la consulta a

PODERJI,IDICIAI-

SUPRE¡,4A CORTE DE
diversas entidades federativas

1 10. Establecido el parámetro de la consulta a personas discapacidad, en primer

efectc de verificar si loslugar, es necesario analizar la normativa impug aa

artículos afectan de manera directa o indi las personas con discapacidad

que amerite la obligación de efectuar una

caso, se analizará si el Congreso de Ia C

ulta. En segundo lugar, de ser el

personas con discapacidad

los::artículos 30, 31, 32, 33, blece siguientes

,Ctq aSeogrón Cuarta denominada "E ón lnclusiva y rfu¡u conformada

, 35, 36 y 37,,fsta

V
$

1l

:i

Se busca prohibir cualq er tipo de
ando la in

nes y plante

los planteles y
las personas en

n

d. i ' centros educativos, im
,.?fftfó$s los niveles, institu
: .å3ìl:e:;,lihPlementaciÓn de

'',',fi$''äJubtes razonables.

las autr¡ridades d
proporclonarán I

nrnos y
gra yala
nto mom

necesario eldiseño
idas especiales y

ñas con discapacidad
nción especializada, y
sus derechos. Se les

edidas de;lccesibilidad,(v
o Se est¿lblecerán m nrsmos

gocen riel derecho a a adm
n

ma lesy a das rcas que apoyen su
rendimiento aca rocurando urpar los planteles y centros
educativos con li iales didá cos, apoyo de intérpretes de

Mossa, Franco González Sa co erva de criterio y en de la referencia a la controversia
Hernández separándose de losconstitucional 3212020, rales, Pardo Rebol

párrafos del noventa y y seis y el último enunciado del ciento dos, Ríos Farjat, Laynez
Potisek, Pérez Dayán y te Zaldívar Lelo de Larrea por razones acicionales, respecto del

apartado Vl, relativo a las SI es y fundamentos, en su apartado A, consistente en declarar
la invalidez de los a y 41 de la Ley Número 464 de Educación del Estado Libre y Soberano
de Guerrero, publ el ico oficial de dicha entidad federativa el veirtitrés de octubre de dos
mil veinte. Los seño Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron

unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señoressendos votos co¡rcurrentes; y
Ministros Gutiérrez Ortiz , González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, r-ranco Gonzëiez Salas,
Aguilar Morales, Pardo Re o, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y
Presidente Zaldívar Lelo d rrea por consideraciones adicionales, respecto del apartado Vl, relativo

a las consideraciones y
artículos del 44 al 48 de
publicada en el periódico

damentos, en su apartado B, consistente en declarar la invalidez de los
Ley Número 464 de Educación del Estado Libre y Soberano de Guerrero,

de dicha entidad federativa elveiniitrés de octubre de dos mil veinte. El

señor Ministro Presi Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente
a7 Resuelta el veintiocho octubre de dos mil veintiuno, por unanimidad de once votos de los señores

n

Ministros Gutiérrez O
Aguilar Morales, Pa
Presidente Zaldívar
Ia Ley de Educación

Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco Gonzâlez Salas,
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Fotisek, Pérez Dayán y
de Larrea, respecto a la declaración de invalidez de diversas disposiciones de

Estado de Aguascalientes expedida mediante el Decreto número 341 publicado
de dicha entidad federativa elveinticinco de mayo del año dos milveinte.
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Lengua de señas Mexicana, guía-interpretación con personas
sordociegas, especialistas en Sistema de Ëscritura Braille, equipos
computarizados con tecnología para personas ciegas y todos aquellos
apoyos didácticos, materiales y tecnicos necesarios.

Se promoverá la formación y capacitación a profesionales para brindar
enseñanza en los diversos sistemas de comunicación, lectura y escritura
para personas con discapacidad.

Se establece como propósito de la educación inclusiva el identificar,
prevenir y reducir las barreras que limitan el acceso, permanencia,
participaciÓn y aprendizaje de todos los educanclos, al eliminar prácticas
de discriminación, exclusión y segregación. Los centros escolares tienen
la obligación de adoptar los principios de educación inclusiva para atender
a los educandos conforme a sus propias condici,ones, estilos y ritmos de
aprendizaje.

Se reconoce la Lengua de Señas Mexicana como oficial e
Mexico y se establece que las personas con discapacidad a
el derecho a recibir educación en Lengua de Señas ÍMexica
en su lengua indígena originaria, así como el de elegir en
opciones se les debe proporcionar.

cuál d es

o

O

n

U

n

se señala que la educación inciusiva abarcará la capacitació n'
orientación a madres y padres de familia o tutores i'li.t:1..'

:ii.1 .. .

'¡l

Y,i
:i

Se establece que los centros escolares y los servicios de ,äducacioni'
especial tendrán por objeto, además de k: establecido en la Ley General,'.
la formación de la vida independiente y la atención de necesidacles
educativas especiales que comprende dificultades severas de aprendizaje,
comportamiento, emocionales, discapacidad múltiple o severa y aptitudes
sobresalientes, que le permita a los educandos tener un desempeño
académico equitativo, evitando así la desatención, deserción, rezago o
discriminación. Respecto a las personas con discapacidad o con
dificultades severas de, aprendizaje, conducta o comunicación, se
favorecerá su atención.

Finalmente se alude a Ia promoción de la inclusión de las personas adultas
y las personas mayores en las instituciones educativas, realizando una
difusión amplia de los planes y programas de estudio y brindando
capacitación en el uso de tecnologías digitales de información,
comunicación y redes sociales.

112.De lo anterior se puede advertir que, con excepción del artículo 37 que refiere

a la inclusión de las personas adultas y personas mayores al sistema educativo,

el resto de las normas impugnadas están destinadas a regular, en esencia, lo

relativo a las medidas, lineamientos y adaptaciones necesarias para eliminar

las barreras de la discriminación y dar pie a una educación inclusiva, tomando

en cuenta las condiciones particulares de cada pefsona con discapacidad y
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ayudas técnicas para su desarrol académico, por

que los artículos 30 a 36 pugnados sí son

rectamente a las perso con discapacidad. En

ligación de consultarles forma previa a la emisión

113.Ahora bien, como se expuso en el apa

legislativo por el que se expidió la Ley

impugnada, no se desprende que el

alguna.

anterior, del análisis del proceso

Educación de la

greso local hubiere

Ciudad de Méxi

ur*"t,þconsu

\

co

Ita

fii
1 en como se señaló en aq apartado, y

ivo local en su informe, stió un plazo de

icación de las inicia en la

adanos y ciudadanas p ieran mod

resa el Poder

ábiles a partir de

Parlame ria, para que los

ES las mismas, ello no

discapacidad, pueseeonsiclerarse como u a consulta a personas

empezar, se tuvieron e haber cido as, plazos razonables y

procedimienl.os en una co en ue se ara de manera amplia,

accesible y por distintos dios, ae que onas con discapacidad

y las organiz:aciones q las resentan odí pafticipar en el proyecto de

iniciativa como en el pro islativo, d I cual se tenía que garantizar

su participación

115. En la especie, ello conteció, pues sólo se trató de la publicación de

as donde, de acuerdo a la legislación aplicable, los

podían hacer propuestas de modificación, sin que se

iniciativas va elabor

ciudadano; -r%"
a

observara Llna nvocatoria dirigida especialmente a personas con

rganizaciones que las representan, que fuera accesible -discapacidad o las

en formatos de I ura fácil, lenguaje claro, formatos digitales accesibles,

macrotipos, inte retación en lengua de señas, braille, comunicaciÓn táctil-,

amplia y por d rsos medios
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116. Por otro lado, son infundados los argumentos de los Poderes Ejecutivo y

Legislativo demandados por los que aducen que la consulta se efectuó a partir

de oficios por los que diversas asociaciones de personas con discapacidad

auditiva emitieron opiniones respecto a las iniciativas, qLle fueron turnados a la

Comisión de Educación.

117 ^ En efecto, como se desprende de los considerandos cuadnagesimo segundo y

cuadragesimo tercero del Dictamen emitido por la Comisión de Educación,

tanto la Comisíón de Derechos Humanos de la Ciudad de México, como

diversas asociaciones de personas con discapacidad auditivaae, remitieron

observaciones a la iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se abroga la

Ley de Educación del Distrito Federal y se expide la Ley de Educaciqn de,lq

Ciudad de México. : *)n,
; ,,,

1 18. Sin embargo, tales observaciones no pueden ser consideradas como ufia

consulta a personas con discapacidad, pues es importante recordarggç.la
consulta debe ser estrecha, lo que implica que participen las perso$$ø¡
discapacidad en lo individual y tambien por conducto de las organizaciônes,d,e

personas con discapacidad y organizaciones que las representan, aunado que

también es importante tomar en cuenta a los niños y niñas con discapacidad, lo

cual no aconteció, pues ni siquiera existió convocatoria alguna que fuere

amplia, accesible y dirigida a todo el colectivo de personas con discapacidad.

1 19. Aunado a que, en la mayoría de los oficios recibidos, incluso las propias

asociaciones coinciden en que la comunidad con discapacidad auditiva sea

tomada en cuenta y, por tanto, que se les consulte.

12O.Por tanto, este Tribunal Pleno estima que es parcialrnente fundado el

concepto de invalidez de la Comisión accionante, ante la onrisión de llevar a

a8 Coalición de Personas Sordas, Asociación Civii; Asociación de Sordos ciel Distrito Federal,
Asociación Civil; Federación Mexicana de Sordos, Asociación Civil; Movimiento en Defensa de ia
Educación Bilingüe de los Sordos; INCLUSOR, Asociación Civil, Centro para la lnciusión Social del
Sordo; Federación de Sordociegos Nacional de México y Manos en Movimiento, Asociación Civil;
Asociación de Discapacitados Sordos del D.F. yZona Meiropolitana, Asociación Civil; y Coalición cle
Personas Sordas CoPeSor, Asociación Civil.
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la consulta, erì consecuencia, conforme al último criteri e este Tribunal

ivo, se declara la

invalidez parcial de la Ley de Educación de la C d de México, esto es

únicamente la Sección Cuarta "Educación lnclusiv Especial", en sus artículos

30 a 36, que son los que efectivamente regu la educación de las personas

con discapacidad, debiéndose recônocer la idez del diverso numeral 37 por

no referir a diclro colectivo

al lo sobre

como un mand constitucional y

convencio¡al, deberá efectuarse bre toda la ley. Ello, al realizar la
#.s ulta\te espera que los g a qurenes ida -personas con

acidad- puedan iden cualquier nueva ad o requerimientos

egíficos en Ia regulación, ue se dejaron d lad y pudieran trascender a

I ordenamiento

. û: LA FEocitai:c¡{
::.ii t:: llcf¡{ 0i: I .r\ tiJiii tl.r
5.i:¡i/q,LÐrL tli:,I i:: iit:
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i:..1 / i.lFAUL;(.,t,¡i.S u¿
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122.8t u,tiårro

vVII. E

73, en rel on n divers

Reglamentaria de la a S que I

41, 43, 44 y 45 de la Ley

sentencias deben contener los

alcances y efectos d S sr como precisión los órganos obligadosJar

a cumplirla, las S las cuales opere y todos aquellos

elementos necesa para su plena ia en el ámbito que corresponda.

Además, se debe a a partir de la cual la sentencia producirá sus

efectos.

123. Declaratoria de alidez: En atención a las consideraciones desarrolladas en

dentes, se declara la invalidez de los articulos del 30 allos apartados

40 de la Ley de Educación de la Ciudad de México, expedida

publicado en la Gaceta Oficial de dicha entidad federativa

36 y del 38

mediante el

io de dos mil veintiuno.

cíficos de la declaratoria de invalidez. Atendiendo a la facultad

de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para determinar los efectos de

124
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las sentencias estimatorias que emite, conforme a io dispuesto en los citados

artículos 41 y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y ll del Artículc¡

105 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, y la

jurisprudencia P./J. -8412007, cuyo rubro es: "AcclóN DË

INCONSTITUCIONALIDAD, LA SUPREMA CORTË DE JI.JSTICIA DE LA

NACIÓN CUENTA CON AMPLIAS FACULTADES PARA DETERMINAR LOS

EFECTOS DE LAS SENTENCIAS ESTIMATORIAS."4g

125.8n esa'jurisprudencia. se sostiene que los efectos que este Tribunal
Constitucional imprima a sus sentencias estimatorias en la vía de acción de

inconstitucionalidad deben, de manera prioritaria, salvaguardar de. manera

eficaz la norma constitucional violada, aunque al mismo tiempo r" Ån" gglfçf
generar una situación de mayor incertidumbre jurídica que la ocasionadÉÈp,g

las normas impugnadas, asícomo afectar injustificadamente el ámbito Oee.i'.!érid
ì: ". -:establecido constitucionalmente a favor de otros poderes públicos (federales;,ì

estatales y/o municipales). :i,;;:.t 
t';, -¡g;

.iiil: , "1.,
'I

126. Lo anterior determina que este Tribunal Pleno cuenta con un amplio mâTgen'6el'

apreciación para salvaguardar eficazmente la norma constitucional o

convencional violada.

127.Ahora bien, respecto a la declaratoria de invalidez de los artículos del 30 al 36

y del 38 al 40 de la Ley de Educación de la Ciudad de Mexico, ante la falta de

consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, así

comCI a las personas con discapacidad, debe precisanse, que este Tribunal ha

ae Cuyo texto es: "De conformidad con el artículo41, fracción lV, de la Ley Reglamentaria de las
Fracciones ly ll del artículo 105 constitucional, las facultades del Máximo Tribunal del país para
determinar los efectos de las sentencias estimatorias que emite, por un lado, comprenden la posibilidad
de fijar "todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en ei ámbito que corresponda"; por
otro fado, deben respetar todo el sistema jurídico constitucional del cual derivan. Ese estado de cosas
implica que el Alto Tribunal cuenta con un amplio margen de apreciación para equilibrar todos los
principios, competencias e institutos que pudieran verse afectados positiva o negativamente por causa
de la expulsión de la norma declarada inconstitucional en el caso de su conocimiento, de tal suerte que
a través de los efectos que imprima a su sentencia debe salvaguardar de manera eficaz la norma
constitucional violada, evitando, al mismo tiempo, generar una situación de mayor inconstitucionalidad
o de mayor incertidumbre jurídica que la ocasionada por las rìormas impugnadas, o invadir
injustificadamente el ámbito decisorio establecido constitucionalmente a favor de otros poderes
públicos (federales, estatales y/o municipales)." Consultable en el Semanario Judiciai de la Federación
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, pâg.777, registro digital 170879.
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rm ativa s q ue p resenta ba n vi cios d e i nconstit onalidad; en otros

casos, el efecto ha consistido en la expulsión de todo conjunto armónico de

normas dentro del ordenamiento legal impug o;e,t nclusive, se han

expulsado del orden jurídico nacional leyes u enamientos completos por

existir violaciones muy graves a las normas q rigen el procedimiento para su

creacron

128. Asimismo, en ocasiones, el efecto de sentencia pos por un

lapso razonatlle y, en otros casos, el ha consi

se ha

stido en la viscencia de

las normas vigentes con anterio ad a las que han expulsadas del

nu,#nto juridico, para ga zar un mínimo igdisg
esta Suprema Corte de J a

ículo 45, párrafo pri ero, d

Articulo 105 de la Const

os, considera qu en el caso

able de certeza

amento en lo previsto

ria de las Fracciones I

los Estados Unidos

inar que la declaratoria

,,1

de invalidez de los artí

debe postergarse por d

osdel
me el o eto d

a Ciudad de México,

continúe vigente en ta e reso de

que la regulación respectiva

dad cumpla con los efectob

vinculatorios precisad uiente a d de este considerando, lo que

permitirá, incluso, la efica del derecho a conqulta de los pueblos y

comunidades indíg

discarpacidad.

afromexicanas, así como a las personas con

130. Efectos vincu'h" ra el Congreso de la Ciudad de México. Tomando en

cuenta que el Cong o local, en ejercicio de su libertad de configuraciÓn,

considerando lo es lecido en la Ley General de Educación, determinó regular

en los artículos de a Ley de Educación de la Ciudad de México declarados

inválidc¡s en esta ecutoria, diversos aspectos relacionados con la educación

indígerra y la ed n inclusiva, debe estimarse que la invalidez de dicha

regulación de a de la ausencia de consulta a los pueblos y comunidades

indígenas y af'romexicanas así como la de las personas con discapacidad, debe
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traducirse en una consecuencia acorde a la eficacia de esos derechos

humanos, por lo que se impone concluir que la declaración de invalidez de la
referida regulación no se limita a su expulsión del orden jurídico sino que

conlleva la obligación constitucional de que el referido órgano legislativrc

desarrolle las consultas correspondientes, cumpliendo con los parámetros

establecidos en esta determinación, y dentro del plazo de postergación de los

efectos de invalidez antes precisado, con base en los resultados de dichas

consultas, emita la regulación que corresponda en materia de educación

indígena, asÍ como de educación inclusiva.

131. Por lo expuesto, se vincula al Congreso de la Ciudad de Mexico, para que

dentro de los doce meses siguientes a la notificación que se te l.tþoa de*l@
puntos resolutivos de esta resolución lleve a cabo, conforme a los bur¿diËìr&
fijados en esta decisión, la consulta a los pueblos y comunidades inOig"ênas y

afromexicanas, así como la de las personas con discapacidad y, Oentiô Oei

mismo plazo, emita la regulación correspondiente en materia dqr,gfl11c"ac1ón:.
;ï,¡;;, ,,: ' ii ;indígena y de educación inclusiva, t;il:; , i
,:r)tr:it ¡. ,, , .:
À-. . -r .it," -.....ti., . _iI

132. Lo anterior, en el entendido de que las consultas no deben lirmitarse a los

artículos declarados inconstitucionales, sino que deberán tener un carácter

abierto, a efecto de otorgar la posibilidad de que se facilite el diálogo

democrático y se busque la participación de los grupos invo[ucrados, en

relaciÓn con cualquier aspecto regulado en la Ley de Educación de la Ciudad

de México, que esté relacionado directamente con su condición indígena o de

discapacidad.

133. El plazo establecido, además, permite que no se prive a los pueblos y
comunidades indígenas y afromexicanas, ni a las personas con discapacidacl,

de los posibles efectos benéficos de las normas y, al mismo tiempo, permiiir al

Congreso local atender a lo resuelto en la presente ejecutoria. Sin perjuicio de

que, en un tiempo menor, la legislatura local pueda legislar en relación con los

preceptos declarados inconstitucionales, bajo el presupuesto ineludible de que

efectivamente se realicen las consultas en los términos fijados por esta

Suprema Corte de Justicia de la Nación.
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imilares consideraciones se sostuvieron en la ión de

50

vilr. DEclsloN.

135. Por lo antes r:xpuesto, el Tribunal Pleno de la prema Corte de Justicia de la

Nación resuelve

PR¡MERO. Es procedente y pa

de inconstitucionalidad.

lmente fundada la pre acción

\

:-lliiilirl; lrr
i ,r .', Ðt. .r .: .,1';l i
:¡'¡ii¿1,,{0-Se

. rC . iÂ,f t'JÀO

SEGU}¡ÐO. Se reconoce validez 7 e la Ley de

ción de a Ciudad de México expedida publicado en

^Çaceta Oficial de dicha en ad federativa el siete de nio de dos mil

uno, de conformidad con I establecido rtado de esta decisión

RCËRO. Se declara a inval de los artícul del 30 al 36 y del 38

la Ley de Edu de la Ci México, dida mediante el

Decretó publicado en la ceta de di a entid federativa el siete de

junio de dos mil veintiuno de co dad con esta lecido en el apartado Vl

de esta determinaciÓn

CUAR'TO. La d a de invalidez d a en este fallo surtirá sus

efectos a los doce m

al Congreso de la

S ientes a la notifi de estos puntos resolutivos

de México, en la inteligencia de que, dentro del

re1'erido p lazo, previo d arrollo de la consulta a los pueblos y comunid ades

indÍgenas y a s, así como a las personas con discapacidad, ese

50 Resuelta el treinta Y un de mayo de dos mil veintidós, Por maYorí a de ocho votos de las señoras

Ministras y de los señores nistros Gutiérrez Ortiz Mena' Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales,

Ríos Farjat, LaYnez Pot ,Pérez Dayán Y Presidente Zaldíva r Lelo de Larrea, respecto del apartado

lV, relativo a lo:; efectos, nsistente en: 2) determinar que la declaratoria de invalidez decretada a los

articulos restantes surta a los doce meses siguientes a la notificación de los puntos resolutivos

de esta sentencia al greso del Estado de Michoacán de OcamPo' en la ìnteligencia de que, dentro

del referido plazo, desa rrollo de las resPectivas consultas indígena Y afromexicana, asÍ como a

las personas con acidad, ese Congreso deberá legislar en las materias de educación indígena Y

de educación incl en los términos Precisad os en esta sentencia. La señora Ministra y el señor

Ministro González Carrancá y Piña Hernández votaron en contra. La señora Ministra Ríos

Farjat anunció aratorio.
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Congreso deberá legislar en la mater¡a de educación indígena y de educación
inclusiva, en los términos precisados en el apartado Vll de esta sentencia.

QUINTO- Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación,
en la Gaceta oficial de la Ciudad de México, así como en el Semanario Judiciai
de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; mediante oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el
expediente como asunto concluido"

Asi lo resolvió el preno de ra suprema corte de Justicia de ra Nación

En relación con el punto resolutivo primero:

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las
los señores Ministros Gutiérrez orriz Mena, Gonzáre

I
.rf.'r I

I

i-r(

señoras Ministra

z Alcántara Ca rrän
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, pardo Rebo
Laynez Potisek, pêrezDayán y presidente Zardívar Lero
los apartados l, ll, il1, lV y V relativos, respectivamente,
precisión de las normas reclamadas, a la oportunidad, a ia legitimación y a las
causas de ímprocedencia y sobreseimiento

En relación con el punto resolutivo segundo:

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Minisiras y de
los señores Ministros Gutiérrez'Ortiz Mena, Ganzalez Alcántara Carrancá,
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, piña Hernández,
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto
del apartado Vl, relativo al estudio de fondo, en su subapartado B, denominado
"Consulta a personas con discapacidad", consistente en reconocer la validez
del artículo 37 de ra Ley de Educación de ra ciudad de Mexico, expedida
mediante el Decreto publicado en la gaceta oficial de dícha entidad federativa
el siete de junio de dos mil veintiuno. La señora Ministra piña Hernández
anunció voto concurrente.

En relación con el punto resolutivo tercero:
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Se aprobó por unanimidad de diez votos de las seño Ministras y de
PODERJTJDICIAI

SUPREMA COßTÊ DE

or l-n rrn¡nnnótu
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Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Ganzález ntara Carrancá,

Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Re ledo, Piña Hernández,

Laynez Potisek, Pêrez Dayán y Presidente ZaldÍ Lelo de Larrea, respecto

del apartado Vl, relativo al estudio de fondo, en subapartado A, denominado

"Consulta indígena", consistente en declarar invalidez de los artículos 38, 39

y 40 de la L.ey de Educación de la Ciud de México, expedida mediante el

Decreto publicado en la gaceta oficial

junio de dos mil veintiuno. El señor rnr

concurrente"
,l

.j.l
Sþ aprobó por unanimida

ez Potisek, Pérez y Presidente

'diez votos de las s Ministras y de

dicha entidad federativa el siete de

stro Pardo Rebolled"Wr.ió voto

êsF'
"nÈ ru

señores Ministros Gutié Ortiz Mena, G e cántara Carrancá,

uivel lVossa, Ortiz Ahlf, ilar Morales, Pardo Reb o, Piña Hernández,

o de Larrea, respecto

partado B, denominado4::oid.dróilca

',.t[*$#=,
"i",ffifrÞrti

rtado Vl, relativo al udio de fondo,

Ita a personas con scapacr dad" nst n declarar la invalidez de

culos del 30 a de la Ley de o de la Ciudad de México,

reto pu en la oficial de dicha entidad

junio d mil veintiu o. La señora Ministra Piña

l-lernández anunció co rrente

En retación c nel o resolutiv cu rto:

Se aprobó po a de ocho las señoras Ministras y de los

señores Ministros G êrrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, O rtiz Ahlf, Aguilar

Morales, Pa edo, Laynez Potisek, Pélez Dayán y Presidente Zaldívar

Lelo de Larrea, res del apartado Vll, relativo a los efectos, consistente en

1)determinan que declaratoria de invalidez decretada surta efectos a los doce

meses siguiente a la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de

la Ciudad de M co. El señor tVlinistro GonzâlezAlcántara Carrancá y la señora

Ministra Piña H ândez votaron en contra

Se ap por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de

los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Gonzâlez Alcántara Carran

expedida mediante el

federativa el siete de
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Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morates, Pardo Rebolledo, piña Hernández,
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respectc)
del apartado Vll, relativo a los efectos, consistente en: 2) determinar que, dentro
dei referido plazo, previo desarrollo de las respectivas consultas indígena y
afromexicana, asícomo a las personas con discapacidad, ese Congreso deberá
legislar conforme a los parámetros fijados en esta sentencia.

En relación con el punto resolutivo quinto:

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de
los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá,
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, piña Hernández,
Laynez Potisek, Pérez Dayán y presidente Zaldívar Lelo de Larrea ¡^ _,.1

i ,r",,:i|$La señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat no asistió a la sesíön dá.
treinta de junio de dos mil veintidós previo aviso a la presidencia" :;, l,,ri

El señor Ministro Presidente Zardívar Lelo de Larrea decla
asunto se resolvió en los términos precisados

l'&EÇHêr,ed t,r.,

,dt r)lli Nl/ . ì' It
ì¿!i;il(. -Lìt.

.¿(,1:lilll "':.r/i
rjl:'it\S,li:. ij '-'i

.;r...;)¿:-:;U

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente, con el secretario
general de acuerdos que autoriza y da fe.

PRESIDENTE

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

PONENTE

MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ
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JI'I([MA COí{TE DÉ

.ODER 
JUDICIAI DE LA TEDERACIÓN

'"VöTötüNcunRENTE eue FoRMULA Èuo ESIDENTE

ARTURO ZALDIVAR LELO DE LARREA E LA ACCION DE

tNcoNSTtTr".!ctoNALtDAD 109t2021, PR VIDA POR

COMISION }¡ACIONAL DE LOS DERECHO HUMANOS.

En sesión publica celebrada el treinta junio de dos mil tidós, el

Pleno de la Suprema Corte de Justici e la Nación resolvió acción de

inconstityrciorralidad 10912A21, pro da por la Comisió Nacional de

los artículosen la qge- declaró la invalidez e

sección u-arta "Educación Incl iva y Especial",
a

\
a 4Ð de la sección Qui "Edr-iöâciÓn I nd ígena" ambas de la Ley

ducaclón de la Ciudad d México..,

' ., : r.:'-. -- '-. ì-ìt¡ I , r: ..r.

r:1-
r,!..:ii.ì:r'Ì i: .. .,. ,,....r.itt,

t,:
:TÀFãTEfi¡ûÛTI
:s;llfA tE tÁ.t{A{-Yh
Ê!14_ 0E ÅCU8Rüos

litl.tffi:r 1n 
rao1, ros arr

con la eoucaclon para

íc 30a36 ulaban spectos relacionados

ersonas n capa dad, por el otro, los

diversos 38 a 40 regulab n aspe s rela nad s con la educación para

personas pertenecient a com nidades in as y afromexicanas

El Tribunal Pleno

derechos a la consulta P

sideró que :dichas normas violaban los

a de los pueblos y comunidades indígenas y

afromexicanas, así como

los artículos 20 de la
e las personas con discapacidad, previstos en

onstitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos; 6 del Con nio 169 de la Organización lnternacional del

Trabajo sobre Puebl lndígenas y Tribales; y, 4.3 de la ConvenciÓn

sobre los Derechos d as Personas con DiscaPacidad.

Formulo este v o concurrente ya que, si bien coincido con el

sentido de la resoluci n y comparto gran parte de las consideraciones de

la sentencia, también consideró que es necesario fortalecer el contenido

y alcance del derecho a la consulta indÍgêna, así como el estándar de

análisis respecto de la consulta a las personas con discapacidad, con la



VCI"f. Ctl'lCURllË¡\,¡T[- ËN [-Ai p,CClti\,5 nf

inclusión expresa del principio de iguardad entre el hombre y la mujer,
como lo he venido haciendo en diversos precedentes"

A. Gontenido y alcance del derecho de ros pueblos y comunidades
indígenas y afnomexicanas a la consulta previa, libre e informada.

La sentencia retoma los criterios internacionales que deben seguir las
consultas a k:s pueblos y comunidades indígenas y afromexi,cano. Sin
embargo, considero que también deben retomarse las considerac¡ones.-u,4

tanto de esta Corle como de diversos organismos internacion"lJr, ã;,';
' .i . ijustifican y representan la necesidad de díchos criterios. ;,,. ¡,..,i

:'i ' .,ì

En efecto,

inconstitucionalidad

como he

21212020,1

sostenido

19312020,2

en las accion

7812018,3 17912Çidt1!,' ,i I
.Í
,1

21412A20,5 131 12020 y su acumulada 1g6lZ0Z0,a 2ggl2\2o,z 1812A21,8.

17812020,s 239na2a,10 2911202A11 y 12912020 y sus acumuladas
17012020 y 2A7,2020,t2 el alcance y sentido del derecho a Ia consulta
previa debe ser leído a la luz de los criterios derivados del caso de
"Pueblo de Saramaka vs Surinam" de veintiocho de noviembre de dos

mil siete, ya que conforme a lo resuelto por este Tribunal Pleno en la
contradicciÓn de tesis 2g3l2011,los cr"iterios jurisprudenciales de la
Corte lnteramericana de Derechos Humanos son vinculantes con

l Aprobada en sesión de Pleno el primero de marzo de dos mil veintiuno.
2 Aprobada en sesión de Pleno el diecisiete de mayo de dos rnii veintiuno.
3 Aprobada en sesión de Pleno el dieciocho de mayo de dos mil veintiuno.
a Aprobada en sesión de Pleno el veinticuatro de mayo de dos mil veintiuno.
5 Aprobada en sesión de Pleno el veinticuatro de mayo de dos mil veintiuno.
6 Aprobada en sesión de Pleno el veinticinco de mayâ de dos mil veintiunol
7 Aprobada en sesión de Pleno el diez de agosto de dos mil veintiuno. {.
I Aprobada en sesión de Pleno el doce de agosto de dos mil veintiuno.
e Aprobada en sesión de Pleno el veintiuno de octubre de dos mil veintiuno"
10 Aprobada en sesión de Pleno el veintiuno de octubre cle dos mil veintiuno.llAprobada en sesión de Pleno elveintiuno de octubre de dos mil veintiuno.
12 Aprobada en sesión de Pleno el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno
2
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de que er Estado Mexicano haya sido en el litigio

ante dicho tribunal.r3

ni"
ff'-'ì -4.

r34
.!

/oÈ!^ a.5Jv')
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Además, son de particular

Especial de las Naciones Unidas

humanos y las libertades fundame

indígenas, en los cuales se

relevancia informes del Relator

sobre la ituación de los derechos

ntales los pueblos y comunidades

han desarrollado los principios

internacfonafes que rigen la compre ión del derecho a la consulta

ia.Ia

DEi r-Â ¿-Iilf1r.r' i¡uë

w A continuación, me permito d rrollar cuales son estos riterios

i'l;lii îli ;'^',{i),,; l
¡rE jL]l ,..:ì.tiTRoVt-. .r¡ ij
û:* Y l',s. ACCtONIi 6. *:
rleFk¡*u¡-**.-

En qué consiste el

informada de I

afromexicanos.

derechos e intereses.ls Se oncibe como un

la consulta ia, libre e
indígena tribales y

erecho a

pueblos

El derecho a la consulta prev , libre e in d es un derecho de

participación de los pueblos dígenas en asu tos que afectan sus

ho que salvaguarda

los derechos que de man especial les corresponden a estos pueblos,

13 Tesis con número de id n P./J. 21lzAM (10a.), publicada en elSernanario Judicial
de la Federación elveintic de abrilde dos mil catorce, Décima Época, de título y subtítulo
..JURISPRUDEÌ\ICIA 

EMI POR LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECI{OS
PARA LOS JUECES MEXICANOS SIEMPRE QUE SEAI-IUMANIOS. ES VINCU

MAS FAVORABLE A ERSONA"
1a lnforme NHRC/I2/34 el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y
las libertades fundame
fodos /os derechos
derecho al desa quince de julio de dos mil nueve; lnforme A/HRC/1A34lAdd.6 del

la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentalesRelator Especial so

les de los indígenas James Anaya, PromocÌón y proteccion de
os, civiles, políticos, económÌcos, socla/es y cttlturales, incluido el

es Anaya, Apéndice sobre Principios lnternacionales Aplicables a la
con la Reforma Constitucional en Materia de Derechos de los Pueblos

de los indígenas J
Consulta en Relaci
lndígenas en Chil cinco de octubre de dos mil nueve; lnforme A|HRCI21|47 del Relator
Especial sobre ación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los
indígenas Jam naya, seis de julio de dos mil doce.
1s Véase, entre otros, Corte lDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, Excepciones
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de veintiocho de noviembre de dos
mil siete, Serie C, No. 172, párr. 135; y Caso Pueblo lndígena Kichwa de Sarayaku Vs.
Ecuador. Fondoy Reparaciones. Sentencia de 27 dejuniode 2012. SerieC No.245, párrs.
159 a 167.

3



u

VOTO CONCI.JRRËÍ\|TË EÌd LA A.CCIÓN NE
I NCONTSTITUC¡ONALtDAD 1A9 nÙn.

de manera fundamental, el derecho a la autodeterminación, pero tambien

los demás derechos protegidos tanto por la Constitución General como

por los tratados internacionales.16

De acuerdo con el Relator de Naciones Unidas, los procedimientos

especiales y diferenciados de consultas, se justifican por la naturaleza

de esos intereses particulares, que derivan del carácter distinto cle

los modelos e historias culturales de los pueblos indígenas, y

porque los procesos democráticos y representativos corrientes no suelen

bastar para atender a las preocupaciones particulares de to, puett

indígenas, que por lo general están marginados en la esfera polÍtica.

deber de los Ëstados de celebrar consultas con los pueblos indígenas

basa en el reconocimiento generalizado de las características distintg6gr,,r,r,'i,

de los pueblos indígenas y de la necesidad de medidas especiales ffil,.I''.' '

permitan corregir sus condiciones desfavorecidas.lT ff:'':i' '

Así, el derecho a la consulta previa, libre e informada puede

concebirse como un derecho instrumental o de participacion, êil

aquellos asuntos que incidan en sus derechos como pueblos indígenas

(¡¡) Alcance del derecho a la consulta previa, libre e informada

de los pueblos indígenas y afromexicanos.

16 Los principios de consulta y consentimiento son fundamentales para los derechos de
participación y libre determinación, y constituyen salvaguardias de todos los derechos de los
pueblos indígenas que podrían verse afectados por actores externos, incluidos nos derechos
que asisten a los pueblos indígenas con arreglo al derecho interno o a los tratados a los que

se han suscrito, o los derechos reconocidos y protegidos por fuentes internacionales
autorizadas como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos
indígenas y los diversos tratados multilaterales ampliamente ratificadoè. Véase, ONU:
Consejo de Derechos Humanos, lnforme AlHCRl21l47 del Relator Especial sobre los
derechos de los pueblos indígenas, James Anaya, seis de julio de dos mil doce, párr. 50.
17 ONU: Consejo de Derechos Humanos, lnforme A/HRC/1 2134 del Relator Ëspecial sobre la
situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James
Anaya, quince de julio de dos mil nueve, párr.42.
4
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ónsulta previa merece una protecci diferenciada

esto es, si trata

directamente el

r'\1, ¡r

v.f-ì(/)
UJ

(f.

'"';,3'ã

,Ø

la medida que se pretenda insta

ativas, o bien, de políticas quea

sus. recursos. Su alcance mbién se determina

los derechos indígenas q se pudieran afectar,

Así, el Flelator EsPecial de Nacio Unidas ha señalado que: "Las

caracte.(sficas específicas del proce de consultas requerido Por el

r: -e cetebrar consu/fas variara riamente en fu de Ia

rateza de la medida ProPuesta alcance de su im sobre /os

b/os indígenas. Las me de reforma co stitucional o

slativa que interesan o a fodos los pueblo indígenas de un

su/fivos y repre ativos aproPiados
lli,iir iffif;f,;,:ffi q u e ri r á n m e c a n i s m o s

tlll:fW.-ni,,rii(li¡,;!.1{,j*

l;i}H;dlH,ãffifén de alguna manera
luc:üí\,{urr'.c ." * _

cambio, /as medidas que

desarrollo

derecho a

y a su alcance. En

o comunidades

indígenas particulares, /as iniciativas para Ia actividad de

s; reQuerirán procesos

activa de /os gruqosde consulta que ga la pa

particularme'nte afec presten a especial a sus infereses

rtos a fodos e

apu

n

extraccion de recursos n /es en s

s

dep

(énfasis añadido)"

lncluso, I Corte lnteramericana de Derechos Humanos ha

considerado q e en deterrninadas circunstancias, los Estados deben

obtener el sentimiento de los pueblos tribales e indígenas. Tal nivel

rotecció se ha reconocido especialmente tratándose de planes de

inversión a grande escaia con un impacto significativo en el

Lrso y goce de sus territorios ancestrales'1s

18 lnform NHRC/I2/34 del Relator EsPeci al sobre la situaciÓn de los derechos humanos y

las libeitade s fundamentales de los indígenas, James Anaya' quince de julio de dos mil

5

nueve, párr.45.
tt Cfr. Caso det Puebto Saramaka vs' Surinam, párrs' 134 a 136
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En el presente caso, ra medida consiste en ra incrusión de ra
sección cuarta "Educación lnclusiva.y Especial,', de la Ley de Educación
de la Ciudad de México, es susceptible de afectar directamente los
intereses o derechos de dichas comunidades, ya que se reracionan
directa y estrechamente con er derecho a ra educación de tar sector.

Así, los alcances del derecho a la consulta previa deben ser 
+rponderados e instrumentalizados en ese contexto. o$l/\

r¿f ",,,.

$r'ìi,.,(iii) criterios internacionales para que el ejercicio al derecr1o 
" 

\r,,

la consllta previa pueda consid'erarse efectivo. poûÊR r,,o,|'l,
#n,i.';ì.ll:;;,

.iY,ilü¡i;;.
El Relator Especial de Naciones Unidas ha señalaclo que el ejercicio del
deber de consultar a los pueblos indígenas debe ser interpretado de
forma flexible, dependiendo de ra medida objeto de ra consurta y de ras
circunstancias específicas de cada país.20

Asimismo, artícuro 34 der convenio 169 de ra organización
lnternacional del rrabajo estabrece que "La naturareza y et arcance de
las medidas que se adopten para dar efecto at presente conve.nio
deberán determinarse con ftexibitidad, teniendo en cuenta /as
condiciones propias de ca,da país,,.

No obstante, existen a nivel internacional una serie de criterios
mínímos para que el ejercicio al derecho a Ia consulta previa pueda
considerarse efectivo. Los cuales se pueden desprender del propio
texto del artículo 60 del Convenio 169 sobre Pueblos lndígenas y Tribales

20 lnforme NHRC/12/34 del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos ylas libertades fundamentales de los inoígun"r, James Anaya, quince de julio de dos milnueve, pârr.3T.
6
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numerales 1B y

19 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre s Derechos de los

Pueblos lndígenas.22

En efecto, tales preceptos señala que las consultas deberán

efectuarse de manera previa, de

ias,

ena fe y de una manera

a finalidad de llegar a un, apropiada a las circunstanc

KllltUnuerdo o lograr el consentim

¿ií¡,i,.\ iå
ñ\\\$t ',,tillj ,

jt\i.i,,iv;lv La corte lnteramericana d

{.1-;,'+zsostenido 
que las consultas deb

Ï,.!Ll'':;ianrEiuo

¡id;i'eE"tt""'

ten cerca de las medicas propuestas.

e erechos Humanos rei damente ha

satisfacer el principio e buena fe, ser

as íl las costumbres valores de los puebl ast como ser

, en el sentido de itir el ejercicio real de icho derecho.23

169r sobre Pu nlzac

a) consultar a los pueblos intere
a través de sus instituciones rep

s, mediante p

, cada v prevean medidas legislativas
o administrativas susceptibles directam
b) establecer los medios a de los cuales los interesados puedan particiPar

libremente, por lo menos en m medida que res de la población, y a todos
los niveles en la ad de decis iones en ciones electivas y organismos
administrativos y de otra í ole responsables de políticas y programas que les conciernan;

c) establecer lo:s medios
pueblos, y en los casos a

el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos
piados proporcionar los recursos necesarios para este fin

2. Las consultas llevad a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de

buena fe y de una ma apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un

acuerdo o lograr el co ntimiento acerca de las medidas propúestas.
22 las lndí
Artículo 18. Los pueb indígenas tienen derecho a participar en la adopción de decisiones
en las cuestiones qu afecten a sus derechos, por conducto de representantes elegidos por

ellos de conformid con sus propios procedimientos, así como a mantener y desarrollar sus
de adopción de decisiones

27

del Trabaio.
Artículo 6.
1. Al aplicar las disposiciones del

propias ìnstitucio
Articulo 19. Los
indígenas inte
aplicar medidas leg
consentimiento
23 Cfr. Caso del
el nuehlo Sa
nlan de desa
d orobación de

nte os deberán:
apropiados y en parlicular

dos celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos

s por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y

islativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su

, previo e informado
,Pueblo Saramaka Vs. Surinam, párrs. 133: "Asimismo, se debe consultar con
ake dp conform cl con sus orooias tradiciones. en las primeras etapas delida
lln n in verston v no r'rnicamente cuando suria la necesidad de obtener la

ln r:omu nidad si ésfe fuera el caso. El aviso temorano proporciona un tiempo
oara la discusión interna dentro de las comunid_ades v para brindar una adecuada resouesta
al Eqtada. El Estado, asimismo, debe asegurarse que los miembros del pueblo Saramaka

, los gobi

S

b

mte
que

7
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En esa línea, y a propósito de la reforma constitucional en materia
indígena en Chile de dos mil nueve, el Relator Especial de Naciones
Unidas, desarrolló el contenido de los principios internacionales

aplicables a la consulta previa, libre e informada2a los cuales, si bien no

pueden trasladarse automáticamente al caso que ahora se analiza sí

resu lta n particu larmente orientadores.

1. La consulta debe realizarse con carácter previo. En el sentid O

de que dicha consulta se nealice "lo antes posible".25 Tratándose d.Þt,,,

medidas legislativas, los

consultado,rs previamente en

prod ucció n'no rmativa.26

indígenas deberán setr,

las fases del proceso de '

iP'lìl:iì "

pueblos

todas

:Siil'riii.:: l
:-6Uii:.. .t; I

ì.t r - . I

!'

2, La consulta no se agota con Ia mera información, No basta con

que se informe a los pueblos indígenas sobre el contenido de la
medida propuesta, sino que debe pretender fomentar un verdadero

diálogo con ellos.27

tengan conocimiento de los posibles riesgos, incluido los riesgos ambientales y de
salubrídad, a fin de que acepten el plan de desarrollo o inversión propuesto con conocimiento
v de forma voluntaria. Por último, la consulta debería tener en cuenta los métoclos
tradicionales del pueblo Saramaka para la toma de decisiones."
2a lnforme NHRC/1A34lAdd.6 del Relator Especial sobre la situación de los derechos
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas James Anaya, Apéndice sobre
Principios lnternacíonales Aplicables a la Consulta en Relación con la Reforma
Constitucional en Materia de Derechos de los Pueblos Indígenas en Chile, cinco de octubre
de dos rnil nueve.
2s OlT. lnforme del Comite estabtecida para examinarla reclarnación en la que se alega e!
incumplimiento por Colombia del Canvenìo sobre pueblos indígenas y tribales, 1g8g (núm.
169,), presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por la Central Unitaria
de Trabadores (cur), Documentos: (GB.276t1Tt1)'. (cP.292t14/3), 1999, párr. 90, corte
lDH, Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, Excepciones Preliminares, Fondo,
Reparaciones y Costas, Sentencia del28 de noviembre de 2007, Serie C, No. 172, párr.134.
26lnforme A/HRC/IA34lAdd.6 del Relator Especial sobre la situación de los derechos
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas James Anaya, Apéndice sobre
Principios lnternacionales Aplicables a la Consulta en Relación con la Reforma
Constitucional en Materia de Derechos de los Pueblos lndígenas en Chile, cinco de octubre
de dos mil nueve, párr. 20.
27 Cfr., OIT. tnforme det Comité estabtecido para examinar la reclamacion en la que se aiega
el incumplimiento por Colombia del Convenio sobre pueblos Ìndígenas y tribales, lgBg (núm.
169), presentada en virtud delartículo 24 de la Constitución de la OIT por la Central Unitaria
de Trabadores (cur), Documentos: (G8.276117t1): (GB.2B2t14t3),1999, párr. 90.
Õ
Õ
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3. La consulta debe ser de buena

que genere confianza entre las

consensos, prop¡ciando un clim

comunidades y gobierno.2s

fe, dentro un procedimiento

partes. e'debe buscar generar

ade nfianza y respeto entre

4. La consulta debe ser adecuada a través de /as instituciones

drepre$e ntativ as i ndígen as. l-o nterior significa que se debe dar

"'en el rnarco del respeto a las as de decisión internas, a través

de sus instituciones reP tativas y nnediante p dimientos

apropiados. Un procedimi es apropiado d endo del

ámbito o alcance de la m a específica.2e

ì11-,;,'..:f l : '-1

ì! " , 5-¡. La consulta debe ser

t:'/' i "

-.. . .. 6l
.il. ' : : -t

-r-ir^ì.jwt r,,-'; -

',.a ..'

v úe. Esto es, lâs

consultas deben respo erap rocedimien transparentes y

prev¡amente definidos, lo anterior, con objeto de dotar de

bre sus mecanismossegur¡clad jurÍdica a lo indígenasp

r de participaciÓn. En deq e estos nismos no existan

formalmente, debe adopta sionalmente regímenes

28 OIT: lnforme del encargado de examinar la reclamacion en la que se alegta el

incumplimiento por G del Convenio sobre Pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm.

169), presentada en vi d del artículo 24 de la ConstituciÓn de la OIT por la Federación de

Trabajadores tjel Ca v la Ciudad (FTCC), Documentos (G8.294l1711): (G8.299/6/1)

2005, párr. 53; OIT: / e del Comité encargado de examinar la reclamación en Ia que se

alega el incumplim por México del Canvenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989

(núm. 169), prese da en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por el Frente

Auténtico dell'rab (FAT), Documentos ç GB.2B3l 17 t 1). (GB.ZBgl 17 13), 2001, párr' 1 07
2e Cfr. Corte lDH, delPueblo Saramaka vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo,

Reparaciones y sentencia delveintiocho de noviembre de dos milsiete, serie c, No

172, pârr. 134; Informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se

alega el iento por México del Convenio sobre pueb.los indígenas y tribales, 1989

(núm. 169), en vl rtud del artículo 24 de la constituciÓn de la olT por el Frente

Auténtico d bajo (FAT), Documentos (G B.2B3t 17 I 1): (GB.2Bg I 17 13), 2001, párrs. 1 0 1,

105 y 109; lT. tnforme del Comité establecido para examinar la reclamaciÓn en la que se

alega el incum plimiento Por Colombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989

(num. 769/, presentada en virtud del artículo 24 de la constitución de la olÏ por la central

ef
o

Unitaria de Trabadores (CUT), Documentos: (G8.276l17 l1): (G8.282114/3), 1 999, pârr' 79

I
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transitonios o

consultas.30

ad hoc con miras al ejercicio efectivo de las

Dichos principios tarnbien fueron retomados por la primera Sala en
el amparo en revisiÓn 63112012, los cuales se ven reflejados en ia tesis
de título

TODAS

y subtítulo: "COMUNIDADES

tÁS AUTORIDADFS, EN

Y PUEBIOS IND¡GENAS.

EL AMBITO DE SUS
ATRIBUCIONES, ESTÁN OBLIGADAS,4 CONSUITÁRIOS, AA/rES
DE ADOPTA8 CUALQUIER AccIoN o MEDIDA susc EPTIBLE oeã: .

AFECTAR SUS DERECHOS E //VTERESES''.31 .Í."..

Ëî'?.ì,',t
Es además necesario observar, la opinión que emitió el c"ffi_;'. i' '.

Tripartita de la Organización lnternacional del Trabajo en u¡ ¿sf;''ìi' ;'--

sobre la reforma constitucional al articulo zo de nuestra
constitución General,32 en la que se señaló que el contenido de las

consultas a los pueblos indígenas no es jurídicamente vinculante. Sin
embargo, dichas consultas deben efectuarse de buena fe y de una
manera apropiada a /as circunstancias de los pueblos, con la

to op' C¡t., OIT ' lnforme del Comité estabtecido para examinar la reclamación en la que se
alega el incumplintiento por Cotombia del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, l g1g
(núm 169), pârrs.79, 95 y 105.
3i Tesis con número de identificación 1a. CCXXXVll2013 (10a.), publicada en el Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, de texto: "La protección efectiva de
los derechos fundamentales de los pueblos y las comunidades indígenas requiere garantizar
el ejercicio de ciertos derechos humanos de índole procedimental, principalmente el de
acceso a la información, el de la participación en la toma de decisiones y el^de acceso a lajusticia' En ese sentido, todas las autoridades, en el ámbito de sus åtribuc¡ones, están
obligadas a consultarlos antes de adoptar cualquier acción o rr:edida susceptible de afectar
sus derechos e intereses, consulta que debe cumplir con los siguientes parámetros: a) debe
ser previa; b) culturalmente adecuada a través de sus representantes o autoridades
tradicionales; c) informada; y, d) de buena fe. En el entendido que el deber del Estado a la
consulia. no depende de la demostración de una afectación real a sus derechos, sino de la
susceptibilidad de que puedan llegar a dañarse, pues precisanrente uno de los objetos del
procedimiento es determinar si los intereses de los pueblos indígenas serían perjudicados.,,
32 olT: lnforme del Comité encargado de examinar la reclamãcÌan en la que'se atega el
incumplimiento por Mexico del Convenio sobre puebtos indígenas y tribales, lg7g (num.
169/, presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución dela OIT por el Frente Auténtico
del rrabajo (FAT), Documentos (GB.2B!/1Tt1): (GB.zsgt17t3),2oa1,parr.10s: ,,[...] por otra
parte, no puede dejar de reconocer que tanto el Congreso Nacional como las legislaturas de
los Estados no ignoraban las opiniones de los indíg-enas respecto a las reformas, pero no
estaban obligados a aceptarlas".
10
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VCITO CONCURRFNTË ËN LA ACCIO DN
¡NCCINS'TITUCIOÌ{ALIDAD 1 09/2021

,ODEß JUDICLAL D[ LA TEDERAIIÓI\¡

U''i{[MA CORIE DÊ JUS}¡c IA DE{,A.NAC/ôN,'"fäîàtiäYíoüe tlegar a un acuerdo o lograr el con timiento acerca

u

tem , pof lo que estoy de acuerdo con

las ue se apoya la determ ación del

asunto en el que la S prema Corte de

cuestión, señalé la i portancia de que

debe cumplir toda

,r'')
r'l i''
I r-

/ôFs^ a-trJ

Vt

(a
LLl

{?.
9s

de /as medidas propuesfas,33

B. Derecho ¿t la consulta previa a persona con discapacidad.

Por otra parte, el fallo recoge lineamientos y estándares

constitucionales y convencionales q ''he venido sosteniendo en los

estándar mínimo

discapacidad.3a

q

consulta previa a Personas r esa razon, en los

votos particr-llares de las to e inconstit onalidad 3312A15" y

96,2A14 y sr-l acumulada I 14,'u como e el voto concurrente de

la acción de inconstitucion idad 68/201 37 me a la tarea de desarrollar

el contenido de dicho P etro

Al respecto, co uí que para satisfacer la obligación de consulta a

personas con disca cidad es necesario que ésta sea previa, pública y

abierta. En el cas de leyes, se debe realizar conforme a las reglas,

plazos y procedi ientos que el propio Órgano legislativo establezca en

33 ONU: lnforme Principios !nternacionates Ap!ícables a la consulta en Relación con la

Reforma al en Materia de Derechos de /os Pueblos Indígenas en Chile,24 de

abril de 2009 Párr B; Tribunal Constitucional de Chile, Sentencia respecto del requerimiento

presentado por grupo de Diputados resPecfo de Ia inconstitucionalidad del Convenio No

169, sobre lndígenas y Tribales en Paises lndependientes, adoptado por la

A rganizacion I ntbntacional del Tra bajo, el 27 de iunio de 7989. Rol N' 309-00, 4 de Agosto

2000, considerando séPtimo.
3a Voto particular de la acción de inconstitucionalidad 3312015.
35 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de dieciocho de febrero de dos mil dieciséis.
36 Resuelta þor et Tribunal Pleno en sesión de once de agosto de dos mil dieciséis.
37 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de veintisiete de agosto de dos mil diecinueve'

11
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Í iii t üi',1 STIîU C ¡ONAI_l ÐAÐ 1 0g tZû21 .

una convocatoria. Además, esta última debe informar de manera amplia,
accesible y por distintos medios acerca de Ia consulta, especificando la
manera en que las personas Gon discapacidad y las organizaciones que
las representan podrán parlicipar en ella.

Ello, con apoyo en la convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad, así como diversos documentos elaborados
por organismos internacionales, tales como el lnforme de la Relatora 

\\i
. ¡ÌlEspecial de los Derechos de las personas con Discapacidad C1,,,..

(A/HRC/31162); el Manual para Parlamentarios sobre la Convenc¡onf .,,,f,
.1\¡ '¡ì1,,.".

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su protocolo i,'.-i,,,:.:.ì,1r. : 
.facultativo, así como un instrumento de buenas prácticas parlamentaçigg*r*.,.,_,

de la Unión lnterparlamentaria. 311Ë.1;-1,;ì;,t::1,;,,,,,: ,

SÊCC|CJi,¡ l;.. , .

CCf{S l"¡ ÍU(. ¡, ,

¡"q-Litl';i.,i.. :..

Como mencioné¡ todos estos lineamientos fueron recogidos en la
sentencia aprobada por la mayoría en el presente caso, prácticamente

en los mismos términos en los que lo he venido haciendo en mis votos
concurrentes, por lo que no puedo estar más que de acuerdo con las , ,

consideraciones torales en las que se apoya el fallo"

Además, fueron complementados con la interpretación sostenida
recientemente por el Comité sobre los Derechos de las personas con
Discapacidad de la ONU en su Observación General Número 7, emitida
en noviembre de dos mil dieciocho. Referencia que
pertinente, pues robustece de manera adecuada

convencional aplicable en esta materia.

me parece

el estándar

sin embargo, como Io señare en los votos particulares que formule
las acciones de inconstitucionalidad 33i2015s8 y 9612014 y su

38 Aprobada en sesión del Pleno el dieciocho de febrero de dos mil dieciséis.

en

12
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)ODER JUDICU\L DE LA FEDERAf,IÓN
;urr(rMAconr.or'"å8üffltÞlffit gzlzo14,3s así como en mis votos con

VOTO CONCURRENTE EN LA ACCION DE
I NCONSTTTUC tONl\ Lt DAD 1og;t2021 .

ntes en las

n se reconoce

suelen esfar

acciones de inconstitucionalidad 6812018,40 1120 41 41lzo1\ y su

acumulad a 4212018,0, 21212020,43 191202100, 2 020,45 38120210u y

rc812\21,47 considero que dicho estándar haberse robustecido

aún más con la inclusión expresa de uno de principios rectores de la

Convención sobre los Derechos de las Pe nas con Discapacidad a los

que me he referido con anterioridad que son retomados por la
sentencia, aunque n

t\:\,vn,

ii , 
j.t¿ previa en materia d

j1.,,.:ìr\ 7¿

Ì$; '',ti ãntre el hombre y I

ìlf,.ttl/ i,"
.<t'..: \" , .,. t/,.

f,r:, !:':'t .Vj !..;i'.í:...'ii.--,:'1" En efecto, en

o como parte del ,p etro mÍnimo para la consulta

e discapacidad, decir: el principio de gualdad

a muJer

i i- /i Fll, ìf r: r 
. : -¡,ç

.sÌlí.t,/.il. .¡ OUê
.,r"r{ l'r¡,,1.ii, '. :

r-' : /.01i 
. lr ;v, .

iúuffi;;'"nP"

el preámbulo e la citada Conven

"/as mujeres y /as ni con disca

esfas a un riesgo mayor, entro y fuera del de violencia,

/esiones o abuso, o trato tê, malos 'tratos o

explotacion". Así, dicho instr dedica los rtículos 3, inciso g), y

de las personas con6,: â,la protección de esa oría e el ámb

srgure

Artículo 3
r¡nc|pros gene

Los principios d a presente Convención serán
I]
g) La igualdad ntre el hombre y la mujer;

Artículo 6
Mujeres con discapacidad

3e Aprobada
ao Aprobada
al Aprobada

en to

en
sesió

n del Pleno el once de agosto de dos mil dieciséis.
n del Pleno el veintisiete de agosto de dos mil diecinueve.
n del Pleno el primero de octubre de dos mil diecinueve.

a2 Aprobada en sesión del Pleno el veintiuno de abril de dos milveinte.
a3 Aprobada en sesión del Pleno el primero de mazo de dos milveintiuno.
aa Aprobada en sesión ddl Pleno el doce de agosto de dos mil veintiuno.
as Aprobada en sesión del Pleno el veintiuno de octubre de dos mil veintiuno
a6 Aprobada en sesión del Pleno el siete de junio de dos míl veintidós.
a7 Aprobada en sesión del Pleno el siete de junio de dos mil veintidós.
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1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con
discapacidad están sujetas a múltiples formas de discriminación y, a
ese respecto, adoptarán medidas para asegurar que puedan disfrutar
plenamente y en igualdad de condiciones de todos los derechos
humanos y libertades fundamentales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para
asegurar el pleno desarrollo, adelanto y potenc¡ación de la mujer, con
el propósito de garantizarle el ejercicio y goce de los derechos
humanos y las libertades fundamentales establecidos en la presente
Convención.

En ese sentido, dada la innegable situación de vulnerabilidad en la

que se encuentran las mujeres y niñas (la cual se superpone a la 
{.ù\¡\,,

discapacidad) en un contexto como el de México, en el que esta _ìt¿i;;:
desigualdad se acentúa aún más por d¡versos factores histórico-sociales, ú 

K.
considero que era de suma importancia visibilizar esta situación U \,ï.Ìl:.r'-¡ ', , \

garanlizar la participación de las mujeres en los mecanismos de consulta, -;];;.
incluyendo el principio dentro del estándar mínimo de vatiOffi.þ11{jl¡}''1;f

constitucional en està materia. Máxime, que tal protección ua eslätË.iiliÈîiì;
.-i'

prevista en la propia Convención sobre los Derechos de las Personas . :

. 
,'. 

i
aon D¡scapacidad

Es conforme a estos razonamientos que estoy en favor det;sentjdo

y las consideraciones de la sentencia, por razones adicionales,'en'tanto

considero que el estándar mínimo en ella contenido se pudo haber

robustecido aún más con el principio de igualdad entre el hombre y la

mujer, establecido en Ia Convención de la materia.

MINISTRO PRESIDENTE

14
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Ciudad de México, a cincq de octubre de dos mil veintidós. ---
Carmina Cortés RodrÍguez¡ Secretaria de la Sección de Trámite de
Controversias'Constitucìonales y de Acciones de lnconstitucionalidad
de la Subsecretaría Gerieiâl de Acuerdos de la Supr.ema Corte de
Justicia de la Nación, ------------ --r-----!:--

Que el anterior documento es gopia: fótostática que concuerda fiel y
exactamente con el origi na I fi rmado electrón icamente, q ue corresponde
a la sentencia de treinta de junio .de dos mil veintidós, dictada por el
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como el vcjto
concurrente del Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,
relativo a dicho fallo, en la acción de inconstitucionalidad 10912021;
promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.;.y se
expide en cuarenta (40) fojas útiles, debidamente selladas, fol"lddas,
cotejadas y rubricadas, para los efectos legales a que haya luga(.,;;:.:;:-
Lo anterior, en cumplimiento a lo ordenado en el proveído de tres de

'octubre de dos mil veintidós, pronunciado por el Ministro Arturo
Zaldívar Lelo de Larrean Presidente de la Suprema Gorte de Justicia
de la Nación, en la referida acción de inconstitucionalidad. Doy fe. ----
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